Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 14 minutos.) 


-Dado que el señor Presidente de la Comisión se encuentra de licencia y aún no se ha 
designado Vicepresidente, corresponde designar un Presidente ad hoc. 


SEÑOR COURIEL.- El Vicepresidente que vamos a proponer es el señor Senador Baráibar, pero no 
está presente en este momento. 


SEÑOR MOREL_LI.- Elijamos, entonces, un Presidente ad hoc. 
SEÑOR COURIEL.- De acuerdo. 
SEÑOR MORELLI.- Propongo al señor Senador Couriel. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 

(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Couriel.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 10 y 15 minutos.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 


“1) INCLUSIÓN FINANCIERA Y USO DE MEDIOS DE PAGO ELECTRÓNICOS. Se 
establecen normas para su promoción. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Distribuido N* 2641/2014. 


2) Solicitud de audiencia de la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles, de 
la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo y del Instituto Nacional del Cooperativismo, con 
el fin de brindar opinión sobre el proyecto de ley de Inclusión Financiera. 


3) ZONAS ECONÓMICAS ESPECIALES. Proyecto de ley cuya vuelta a Comisión fue 
dispuesta por el Senado. Carpeta N* 1282/2013”. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Quisiera solicitar que se invite para la sesión del próximo jueves a estas 
organizaciones que han pedido ser recibidas por la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No creo que sea necesario someter a votación la solicitud del señor Senador 
Gallicchio. En lo personal, no tengo ningún inconveniente en que las recibamos. 


(Apoyados.) 


SEÑOR PEÑA.- Quisiera saber si ya está a consideración de la Comisión el proyecto de ley que va a 
informar el señor Ministro interino. Sucede que hoy ingreso como suplente y, por lo tanto, me gustaría 
saber cuál es el tratamiento oficial que se le está dando al asunto y también si la Comisión pudo 
avanzar en el proyecto de ley relativo al sistema y control de tarjetas de crédito votado en la Cámara de 
Representantes. A su vez, quisiera que se me informara si este tema permanece en el Orden del Día 
de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. El proyecto de ley de Inclusión Financiera fue aprobado por la Cámara de 
Representantes, ingresó al Senado y está en consideración de esta Comisión, siendo esta la primera 
sesión en la que lo trataremos, con la presencia del señor Ministro interino de Economía y Finanzas. 


Asimismo, hay otro tema para tratar, que es el de la rebaja del IVA en las tarifas de los 
servicios públicos y algunos productos, pero el problema es que esa iniciativa todavía no ha ingresado 
al Senado. Nuestra idea es aprobar ese proyecto lo más rápido posible, pero no estamos en 
condiciones reglamentarias de tratarlo en este momento. Lo más probable es que cuando se reúna el 
Plenario se solicite su urgente consideración y se considerará en ese preciso momento. 


La Secretaría nos ha informado que el proyecto de ley sobre tarjetas de crédito está a 
consideración de la Comisión, que una delegación de AEBU asistió para referirse al tema, pero 
posteriormente, al parecer, las correspondientes Presidencias congelaron el tema, por lo que no se 
continuó su tratamiento. 


Si el señor Senador Peña quiere hacer alguna propuesta en este sentido, con mucho gusto lo 
escucharemos. 


SEÑOR PEÑA.- Ocurre que no sabía si estábamos considerando el proyecto de ley de Inclusión 
Financiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya lo estamos considerando, señor Senador. 


SEÑOR PEÑA.- Desde nuestro punto de vista -y a priori, porque hablaré en otro momento- siempre 
nos pareció de orden que si no aprobábamos el proyecto de ley sobre tarjetas de crédito, a esta 
iniciativa le iba a faltar algo, más aun en los tiempos en que se está tratando. 


Tal vez, correspondería escuchar al señor Ministro interino de Economía y Finanzas y después 
ingresar a su consideración. 


SEÑOR GALLICHIO.- Es para una cuestión de orden: queremos proponer como Vicepresidente al 
señor Senador Baráibar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Agradezco a mis colegas por haberme elegido como Vicepresidente. 


En razón de que hoy tengo un compromiso agendado, es decir, una actividad extraordinaria - 
la sesión de hoy está fuera del período ordinario, pero yo estuve de acuerdo en su realización- solicito 
que mi entrañable compañero Couriel ejerza la Presidencia en el día de hoy. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro interino de Economía y Finanzas y asesores.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación del Ministerio de 
Economía y Finanzas, integrada por el señor Ministro interino, economista Jorge Polgar, y por sus 
asesores, economistas Martín Vallcorba, Gabriel Papa y Florencia López, quienes nos van a informar 
sobre el proyecto de ley de Inclusión Financiera y Uso de Medios de Pago Electrónicos aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


Tiene la palabra el señor Ministro interino de Economía y Finanzas, economista Jorge Polgar. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Buenos días para todos. 


Con mucho gusto venimos a explicar el contenido de un proyecto de ley ambicioso y 
complejo que ya fue presentado y aprobado por la Cámara de Representantes. Permítanme dar un 
marco general de esta iniciativa, a los efectos de que pueda ser comprendida en sus complejidades y 
alcances, antes de pasar a comentarios más detallados del articulado, si así lo desean y requieren. 


Para nosotros es imprescindible, en este caso, partir de un diagnóstico acerca de cómo ha 
venido funcionando el sistema de pagos en nuestra economía y cuáles son sus perspectivas, así como 
sobre el funcionamiento de las instituciones de intermediación financiera y su relación con la población 
y la producción. 


El Uruguay tiene un rezago relativo importante con respecto a países de similar desarrollo 
económico en lo que hace a servicios financieros básicos. Es común que se mida la profundidad 
financiera o el grado de madurez de un sistema financiero por la oferta de productos sofisticados - 
estamos hablando de derivados y otro tipo de actividades bursátiles en las que a veces participan los 
bancos- en los que nuestro país, claramente, tiene muy escaso desarrollo. Pero no nos referimos a la 
sofisticación de nuestro sistema financiero, sino a atraso relativo e importante en productos 
fundamentales, tradicionales y básicos, tales como las condiciones de acceso al crédito, instrumentos y 
niveles de ahorro de las familias. Es en esos productos básicos tradicionales de la banca, que son el 
corazón de la actividad de intermediación, en los que tenemos un diagnóstico claramente negativo en 
lo que hace a su desarrollo. Existen elevados costos, lo que genera exclusión, caracterizada 
típicamente por una cuestión de tamaño o por lo apetitoso que pueda aparecer el cliente, quedando por 
fuera trabajadores formales de medianos y bajos recursos, y ni que hablar del sector informal de la 
economía. Esta exclusión no solo se da a nivel de familias, sino también en la órbita empresarial, 
particularmente, en empresas de pequeña dimensión económica. 


La insatisfacción se deriva entonces de elevados costos de transacción y acceso, lo que 
ocasiona la exclusión de muchos potenciales usuarios del sistema financiero. 


Ante este diagnóstico, que en general es compartido y que admite una visión despojada de 
pasiones en la que se pueden alcanzar consensos, recordemos que Uruguay tuvo experiencias -en las 
que se depositó la esperanza del desarrollo del sistema financiero en beneficio de la población y del 
sector productivo- en materia de esquemas de liberalización económica. Las experiencias no fueron 
exitosas; la desregulación y la liberalización que se comenzaron a aplicar en los años setenta bajo un 
paradigma más amplio del funcionamiento del mercado, no solo no solucionaron el problema sino que, 
además, trajeron graves consecuencias al sistema financiero uruguayo. 


El costo del crédito y los servicios más los insuficientes niveles de ahorro para las familias y 
empresas son, entonces, el corazón de lo que nosotros entendemos como de interés general que este 
proyecto de ley pretende abordar. A diferencia de un esquema de desregulación y liberalización del 
sistema financiero, lo que se fomenta, entre otras cosas -aunque es piedra angular en esta iniciativa- 
es una mayor competencia -lo que puede generar resistencias- dando lugar a la entrada de nuevos 


jugadores, pero en un marco de regulación estricta, tanto de productos como de agentes que la ley 
crea y recoge. 


Las resistencias al proyecto de ley tienen que ver con que promueve una mayor competencia 
al generar nuevos actores, como es el caso de la figura del emisor de dinero electrónico -si tenemos 
oportunidad, vamos a repasar este tema con mayor detalle- que se crearía en esta norma y que estaría 
sujeta a regulación del Banco Central. Junto a una mayor competencia, con ella apuntamos a la 
universalización de derechos en tanto los entendemos como acceso al sistema financiero. Esta 
universalización de derechos toma forma en el proyecto de ley a través de la gratuidad de un conjunto 
de transacciones, que hoy se ofrecen, pero que son selectivas ya que excluyen del sistema a un 
conjunto de potenciales clientes. Tomando las salvaguardas del caso en la provisión de un bien público 
por parte de actores privados, la iniciativa propone la gratuidad de un conjunto de transacciones sobre 
productos básicos y tradicionales del sistema financiero. Reitero: no se trata de impulsar productos 
sofisticados, sino que estamos hablando de crear y facilitar el acceso a un producto de crédito de bajo 
riesgo con cuentas de ahorro, así como el acceso a medios de pagos electrónicos, con nuevas 
tecnologías para las personas, porque ya tienen decenas de años en muchos aspectos. 


El proyecto de ley avanza sobre la reglamentación y la obligación de la interconexión e 
interoperabilidad de redes, y también sobre la regulación de transferencias interbancarias y redes de 
cajeros automáticos. Actualmente, los elevados costos de transacción -en tiempo y en dinero- que tiene 
que enfrentar un cliente de un banco para transferir recursos a cuenta de otro banco hacen que casi 
siempre se opte por el efectivo o el cheque. Entonces, la competencia se logrará a través de la 
creación de un emisor de dinero electrónico, figura que va a quedar reglamentada por el Banco 
Central. 


Los objetivos de este proyecto de ley toman forma a través de la gratuidad de productos por 
parte de los bancos y de los emisores de dinero electrónico, con el objetivo de incluir trabajadores y 
empresas de pequeño porte. Si entráramos en detalle en esta etapa, estas últimas serían, 
particularmente, monotributistas y empresas del literal E), a la vez que trabajadores formales para 
cuenta de sueldo, con beneficios para ellos. El trabajador será el que elija qué institución le paga el 
sueldo. 


En cuanto al desarrollo de medios de pago, estamos buscando favorecer una tecnología 
segura, que dé facilidades en las transacciones, lo cual tiene un enorme potencial formalizador y abre 
un camino para repensar algunos aspectos de personalización en materia impositiva. 


El proyecto no parte de cero porque se ha venido haciendo un largo trabajo, en algunos 
aspectos visible, que tiene que ver con la experiencia en materia de prestaciones del BPS. En ese 
sentido, estamos hablando de acercar medios de pago electrónicos a la mayor parte de la población y 
vehiculizar, a través del uso de pagos electrónicos, rebajas tributarias que la ley dispone. Estas últimas 
serían, por ejemplo, la rebaja de IVA en transacciones que se hagan en materia electrónica priorizando 
el débito frente al crédito. Entendemos que esto da seguridad, agilidad y facilidad en las transacciones, 
y también creemos que posee el potencial formalizador de que hablábamos. 


Entonces, el BPS fue parte del camino recorrido mediante las Asignaciones Familiares. Se 
ofrecieron a ese universo de familias beneficiarias de este plan tarjetas de débito, donde participaron 
distintos bancos, entre ellos nuestro Banco de la República. 


En ese caso y por autorización legal, sujeto a reglamentación, se hizo esta experiencia en 
base a la devolución total del IVA con el propósito de fomentar el uso de esos medios de pago más 
seguros por parte de las familias beneficiarias de Asignaciones Familiares que eligieran cobrar sus 
prestaciones a través de cuentas bancarias con tarjeta de débito. 


Allí se recogió una experiencia en cuanto al uso creciente de medios de pago electrónicos en 
sustitución del efectivo. Ahí debemos tener en cuenta aspectos económicos y culturales, que incidieron 
en el uso del efectivo, pero lo que estaba faltando era la disposición de nuevos instrumentos. 
Consideramos que la experiencia -que todavía está en práctica- es exitosa y ha dejado varias 


enseñanzas. De todas maneras, no es posible universalizar la experiencia si no se tiene en cuenta el 
diagnóstico de insuficiencia de la plataforma tecnológica sobre la cual circulan los medios de pago 
electrónicos. En este caso, la parte más visible y en donde Uruguay tenía un gran retraso refiere a los 
conocidos POS, es decir, los dispositivos electrónicos que permiten hacer las transacciones a distancia 
procesadas con distintos sellos. Ahí no solo se planteaban debilidades por los problemas de 
interoperabilidad y la exclusión de tarjetas por otras -prácticas que limitan la competencia y control de 
cuello de botella de la industria- sino también por los niveles elevados de aranceles y poca disposición 
de esta infraestructura, particularmente en el interior y en las zonas más populares, con comercios más 
lejos de las zonas costeras o de más altos ingresos. Este camino recorrido llevó a que, durante estos 
años, se multiplicara por varias veces la inversión en este tipo de dispositivos. Mediante un mecanismo 
similar al régimen general de promoción de inversiones, se dio la posibilidad de que aumentara la 
cantidad de comercios en los distintos barrios que los utilizan, dándoles a los comerciantes la 
posibilidad de acceder al alquiler de los aparatos con un subsidio y, a su vez, otorgándole a la gente la 
posibilidad de que cobrara Asignaciones Familiares mediante esas tecnologías. 


Al mismo tiempo, el Banco Central avanzó en la implementación de una reglamentación, que 
va en línea con aspectos clave para la inclusión financiera. Concretamente, reglamentó cuentas de 
ahorro básicas; un nuevo tipo de licencia para aumentar la competencia en el sector de intermediación 
financiera, como es la licencia de bancos minoristas y, si en el centro de la problemática de la exclusión 
inciden elementos de costo y no solo de competencia, fue relevante también la reglamentación de la 
figura del corresponsal financiero. 


El proyecto de ley que hoy venimos a presentar a los señores Senadores crea un 
instrumento: el crédito de nómina. Este instrumento permite el acceso a créditos de bajo riesgo a 
trabajadores formales y dispone una fuerte regulación del producto. La idea es que sea un producto 
ágil, que facilite las condiciones de acceso al crédito a quien lo desea, en lo que hace a condiciones de 
tramitación pero, sobre todo, de costos. Son inexplicables, o no resisten el diagnóstico, aun en el 
marco de la ley de usura, los niveles de tasa de interés en el crédito al consumo. El diagnóstico es que 
se requiere mayor competencia y que se avance en la regulación de instrumentos. Es por eso que se 
propone la creación del crédito de nómina, que, en lo que hace a las tasas, pasa a ser un producto con 
restricciones regulatorias más fuertes que las previstas en la propia ley de usura. Además, en un 
avance muy importante porque, teniendo en cuenta que este proyecto de inclusión no solo refiere al 
acceso al crédito, sino también al acceso a tecnologías y al ahorro, establece un tope a la afectación 
del sueldo. Es un producto regulado. 


El crédito de nómina figura en el Título V del proyecto de ley y, si los señores Senadores 
desean un mayor detalle, lo podemos recorrer luego. 


Un aspecto importante -y otra característica del mercado de crédito del Uruguay- es el 
siguiente. El mercado de crédito en nuestro país descansa en el crédito al consumo. Es cierto que 
corrigió algunas patologías provenientes del pasado. Luego de la crisis de 2002, las familias y los 
oferentes de crédito parecen haber aprendido la lección, también recogida por la regulación, de que 
dentro de las patologías más notorias estaba la del crédito en dólares a las familias. Hoy, el crédito a 
las familias en dólares es prácticamente inexistente, lo castiga la regulación. Es una lección que 
aprendieron los consumidores y los bancos en sus prácticas. Pero tenemos otra patología menos 
visible y muy tradicional: el crédito al consumo descansa mucho, no sobre el análisis de riesgo, sino 
sobre la garantía. Las garantías, en el sistema de intermediación financiera, no están previstas para 
que el acreedor cobre en el caso de no pago, sino que, en teoría, deben operar como una señal de la 
disposición del cliente a pagar, al momento de tomar el crédito. El símil a una garantía en el crédito al 
consumo es el descuento del suelo. Sin embargo, la sola existencia del acceso a descontar 
directamente de la nómina un crédito al consumo, como forma generalizada y masiva, lleva a una baja 
cultura de análisis de riesgo de los clientes y, potencialmente, a problemas de sobreendeudamiento. 


Pensando en el mayor y mejor acceso a las condiciones de crédito y ahorro, en el proyecto de 
ley se toma en cuenta la posibilidad de limitar la afectación potencial de un crédito a la nómina de los 
trabajadores. El antecedente que tenemos es el porcentaje del 30%, que es un intangible que se tuvo 
que construir a posteriori, luego de una crisis. En un momento bien despejado, como enseñanza del 
pasado y lejos de una crisis, con esta iniciativa, al mismo tiempo que se busca la inclusión, se propone 
establecer las salvaguardas del caso: regulación de los agentes; regulación de productos; y limitar la 


capacidad de cobrarse automáticamente del sueldo de los trabajadores, llevando el porcentaje del 
intangible a valores más altos. 


Por último, señor Presidente, se eligen las operaciones de pagos electrónicos para la 
reducción del IVA, particularmente privilegiando la modalidad de transacción y no la de financiación. 
Este proyecto de ley pide la facultad para hacer descuentos del IVA a las transacciones electrónicas 
hechas con débito. Hay una gradualidad, por la cual el crédito también accedería a descuentos del IVA; 
pero, claramente, el instrumento privilegiado por la ley para poder acceder a esta reducción son las 
transacciones de débito. Es importante aclarar que no solamente se habla de la reducción del IVA a 
consumidores finales -a familias- sino que se incluye -como ya dijimos, a partir del diagnóstico de 
exclusión en nuestro sistema financiero- a monotributistas y literal E), es decir empresas que sin ser 
consumo final también accederían al descuento del IVA en la cadena de sus proveedores en caso de 
que se usen mecanismos electrónicos de pago. 


Este es un instrumento muy importante que la tecnología nos permite implementar. Las 
reducciones de impuestos son renuncias fiscales y nada asegura -Uruguay y otros países tienen 
experiencia en el pasado- no solo que sea visible la reducción de impuestos, sino que se traslade 
rápidamente al consumidor. Esta plataforma suficientemente amplia de tenedores de tarjetas de débito, 
de personas con cuentas bancarias o en instituciones de dinero electrónico, permite la universalización 
de este mecanismo y nos asegura que las transacciones realizadas con pagos electrónicos 
efectivamente sean objeto de la rebaja tributaria, porque la persona tiene la devolución del dinero en su 
cuenta bancaria o de crédito de nómina al precio que se factura. Entonces, es el mismo precio de venta 
para quien paga con débito o sin débito, y la persona tiene la devolución en su cuenta. Este 
mecanismo asegura que la renuncia fiscal quede en el destinatario final y es una solución tecnológica a 
un largo problema. 


SEÑOR PEÑA.- Más allá de la intención de la rebaja del IVA, nosotros estamos viendo como que falta 
una pata a todo esto y que si bien esta rebaja va directo al bolsillo de la gente, también es una 
transferencia directa de recaudación del Estado al sistema bancario si no regulamos el costo de la 
tarjeta -sobre todo lo que los bancos están cobrando- y lo que los bancos cobran por cada transacción. 
Nosotros, más que nada, estamos viendo una transferencia casi directa de rebaja de recaudación del 
Estado a la caja de los bancos privados. Me gustaría que me explicara un poco más ese mecanismo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Antes de referirme a la pregunta del señor Senador, voy a cerrar la 
explicación del proyecto, porque ha sufrido modificaciones y es justo decir que el trabajo realizado en la 
Cámara de Representantes y en la Comisión correspondiente permitió introducir mejoras, que 
compartimos plenamente. 


La Cámara de Representantes agregó gradualidad a los cambios. Se trata de cambios en 
hábitos cotidianos de los usuarios y oferentes del sistema. Se agregaron también medidas para 
promover mayor competencia regulada entre los actores; medidas que entendimos adecuadas para 
que los actores -los llamados actores de la economía social- pudieran enfrentar en mejores 
condiciones el desafío competitivo que les significaba la entrada de nuevos competidores. 


Respecto al comentario del señor Senador Peña, debo recordar que este es un tema que 
hemos tratado largamente en el Ministerio; según le consta, es todo un debate en sí mismo. El 
proyecto de ley toma en cuenta los datos de la realidad. La reducción del IVA, definitivamente, va al 
consumidor final. Quien compra al contado paga un precio y a quien lo hace con tarjeta de crédito se le 
factura el mismo precio y tiene la devolución de impuestos a cuenta. Seguramente se trata de un tema 
de comprensión del mecanismo y luego podremos verlo más en detalle. Esto tiene que ver con el 
conjunto de rentas oligopólicas en mercados que tienen barreras a la entrada, razón de la fuerte 
resistencia, entre otros, de los bancos -y en algunos aspectos de todos los bancos- a lo que este 
proyecto significa. El mundo de las transacciones quedó por fuera de la actividad bancaria tradicional 
uruguaya; los bancos dejaron de competir por captar ahorro, descremaron -así se le llama- 
discriminaron entre clientes, y para las cuentas de nómina que hoy tienen le pagan a las empresas por 
tener el servicio de pago de sueldos o le cobran muy caro a otras que tienen clientes que por sus 
características son menos interesantes. Este proyecto de ley reglamenta la actividad de forma tal que 
no permite la discriminación entre clientes. 


Una de las discusiones que hemos seguido de cerca y para la cual fuimos consultados como 
Ministerio por la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, tiene que ver con el 
funcionamiento del mercado de tarjetas de crédito en el cual los bancos son algunos de los actores. 
En este caso el avance del proyecto de ley con respecto a la legislación anterior, como dijimos, tiene 
que ver con el privilegio de la tarjeta de débito frente a la de crédito. Un aspecto importante y sutil que 
es bueno que no pase desapercibido es que hoy día las empresas, los comercios, para poder acceder 
a servicios de tarjeta de crédito y de débito tienen que contratar el paquete completo. Quiero recordar, 
en cuanto a los niveles de aranceles, que antes de comenzar a considerarse este proyecto de ley, 
Uruguay estaba en un nivel de aranceles del 7%, tanto para crédito como para débito. Además, los 
comercios, para trabajar con los emisores y los sellos, no podían elegir un instrumento u otro sino que 
tenían que tener ambos productos. Este proyecto de ley avanza en ese sentido estableciendo una 
reglamentación que no permite esa práctica y da lugar a que los comercios puedan elegir 
separadamente un instrumento u otro. 


Es conocido el camino que tomó la industria a partir de la preocupación pública -en esta Casa 
y también en el Ministerio- sobre los niveles arancelarios. Hubo un proyecto de ley, que conocemos de 
cerca y que recogía la dispersión de aranceles, que tiene que ver con la desigualdad de tratamiento en 
igualdad de condiciones o de giro; la desigualdad de tratamiento en lo que respecta al nivel de 
aranceles, que es la comisión que el emisor y el sello cobran al comercio. La realidad cambió - 
rápidamente, para nuestra satisfacción- llevó tiempo para comprender el funcionamiento, hoy los 
niveles de aranceles, en una industria que tiene sus peculiaridades, bajó del 7 % al 4 % para tarjetas 
de crédito, y 4,5 % según los planes de pagos. En el caso de tarjetas de débito -cuya utilización se 
ha multiplicado enormemente- el arancel pasó del 7 % al 2,5 %, y prueba de ello es la cantidad de 
comercios que han instalado POS. 


Por supuesto que hay otros posibles abordajes del tema. El proyecto de ley ataca los 
principales problemas que hoy en el país son relevantes para el funcionamiento de estos mercados, 
crea un nuevo jugador: el emisor de dinero electrónico con licencia del Banco Central, aumentando los 
niveles de competencia. En definitiva, ataca al corazón de la carencia de la legislación anterior -esto 
fue impulsado por este Gobierno- a través de la obligación de hacer las redes interoperables. Eso es 
clave para preparar la plataforma de desembarco de esto; no se trata de un control de precios y 
después no poder asegurar la provisión de esos bienes. Entonces, el Gobierno promovió la instalación 
de estas plataformas tecnológicas, contribuyendo con la inversión mediante el régimen de devolución 
de impuestos por un período de dos años llegando, incluso, a subsidiar el gasto de alquiler a los 
comercios más pequeños. Para acceder a las condiciones de promoción de inversión en estas 
tecnologías se fijaron alquileres máximos al comercio; o sea que todo esto estaba fuertemente 
regulado para obtener el producto deseado. 


Nuestro diagnóstico de situación es de conformidad con el funcionamiento previsto, en el que 
la clave es el acceso a todas las tarjetas a las distintas redes y permitir que estas no excluyan tarjetas 
de su operación. 


Estos son, señor Presidente, los comentarios generales que tenemos que hacer al proyecto 
de ley, y atendiendo también a una inquietud preliminar planteada por el señor Senador, quedamos a 
las órdenes para hacer un análisis más en detalle de los distintos Capítulos que contiene. 


SEÑOR PEÑA.- Tanto el señor Ministro interino como el equipo económico conocen cuál es el punto 
de vista que en particular tenemos respecto a este tema: entendemos que avanzar en este proyecto de 
ley sin haber aprobado el proyecto de ley sobre sistema de control de tarjetas de crédito y de débito - 
que todavía está a consideración de esta Comisión- es como que falta una pata importante. 


Obviamente que no coincidimos con muchas de las apreciaciones que termina de hacer el 
señor Ministro interino en cuanto a los resultados. Creemos que el costo de las tarjetas, los intereses, 
etcétera, hoy se encuentra liberado al mercado y que en definitiva obedece a un acuerdo privado entre 
el Gobierno y los dueños de las tarjetas. No tenemos nada que nos asegure que pasado este período 
de Gobierno se mantenga el acuerdo que existe entre los principales bancos privados o los principales 
dueños de tarjetas de crédito y el Ministerio de Economía y Finanzas. Hoy no hay nada que lo regule. 


Si bien teníamos una visión bastante más cerrada sobre lo que queríamos, creo que llegamos 
a un buen acuerdo con el Ministerio -o por lo menos con la propuesta del Ministro anterior- en atacar la 
dispersión y no atacar los precios. Tenemos a estudio de esta Comisión un proyecto de ley donde se 
ataca la dispersión de los costos de las tarjetas en no más de un 2%, tanto en crédito como en débito, 
en cuanto a la competencia. 


Quisiera saber -esta es mi primera pregunta- si el Gobierno tiene algún acuerdo específico 
con los bancos de no aprobar el proyecto de ley sobre el control del sistema de tarjetas de crédito y sí 
avanzar en el estudio de esta iniciativa porque, repito, nos parece que falta una pata muy 
importante. Creemos, sin lugar a dudas, que debería formar parte de una misma iniciativa 
avanzar en el proyecto de ley de Inclusión Financiera apuntando a dar garantías a quienes terminan 
usando y universalizando un proyecto de ley de medios electrónicos que, en muchos casos, caen en 
serios riesgos. Vamos a referirnos, por ejemplo, a un tema específico que recién planteó el señor 
Ministro interino respecto a los intereses del 4% al crédito y el contado y el 4,5% en 12 cuotas. A esto 
debemos agregar el 0,3% de seguro de vida sobre el saldo, que es algo que en el acuerdo se le 
escapó al Ministerio y que apareció a los dos meses. Este es un sobrecosto que está bastante por 
encima de lo que el señor Ministro interino acaba de decir. Todavía no sabemos dónde está ese seguro 
de vida; esa ha sido una imposición de los bancos a la gente y no ha habido un control del Ministerio 
de Economía ni del Banco Central. La realidad es que ese 0,3% podría ser un 0,5%, un 0,10% o lo 
que se le ocurra a quien fija ese sobrecosto. Hoy tenemos un 0,3% a dos meses del acuerdo 
alcanzado por el Ministerio. 


Lo mismo sucedió con las tarjetas de crédito con sellos internacionales, donde se duplicó y 
en algunos casos hasta se triplicó el arancel, también pasando por afuera del acuerdo con el Ministerio. 


Consideramos que si bien todos estos objetivos son lícitos y seguramente acompañables por 
todos en cuanto a lo que expresa el señor Ministro interino como opinión general, está faltando una 
pata muy importante en el control de estos sistemas. Lo mismo sucede con los costos de las tarjetas, 
la regulación y la tecnología. Si bien hay más cantidad de tecnología y de POS, no se ha atacado la 
competencia. La verdad es que todo sigue estando en muy pocas manos, básicamente las principales 
tarjetas, en una sola empresa de POS llamada POS 2000, que directamente está controlando gran 
parte del mercado tecnológico por el que pasan las tarjetas. Obviamente, se está dando una porción de 
un negocio que ha aumentado -va a aumentar muchísimo luego de la aprobación de este proyecto de 
ley- a pocas empresas, a pocas manos; hay que tener en cuenta que, básicamente, la principal 
empresa de POS está en manos de los bancos privados más importantes del país. 


Nos preocupa mucho que este proyecto de ley avance sin que al mismo tiempo lo haga todo 
lo que tiene que ver con las garantías de la gente; se trata de sistemas que hoy no están controlados 
por el Estado y, a su vez, falta regulación en muchos aspectos que el señor Ministro conoce muy bien. 
A nosotros, que trabajamos fuertemente con el Ministerio y con varios Diputados de la fuerza de 
gobierno, nos parece que el avance debería producirse en la misma dirección y en los mismos tiempos. 
Por lo tanto, no estamos de acuerdo en apoyar este proyecto de ley si el otro no se puede aprobar al 
mismo tiempo. 


Quisiera hacer una segunda pregunta y si bien imagino la respuesta la voy a formular de 
todos modos. Dado que en la Comisión del Senado se ha trancado la aprobación de un proyecto de ley 
aprobado por unanimidad en la Cámara de Representantes sobre el sistema de control de tarjetas de 
crédito, ¿es posible incorporar aspectos de la iniciativa ya aprobada por unanimidad en Diputados a 
este proyecto de ley que estamos analizando? ¿El Ministerio de Economía y Finanzas podría introducir 
mejoras en el sistema de control y en los principales aspectos que maneja la normativa sobre tarjetas 
de crédito en este proyecto de ley o esto viene a tapa cerrada y no hay posibilidad alguna de intentar 
mejorar aspectos que hacen a la defensa del ciudadano y a las garantías que la gente debe tener pero 
lamentablemente no tiene? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Conocemos bien el proyecto de ley y podemos decir que es una parte 
-y Una parte, simplemente- de nuestra iniciativa. Hoy venimos aquí a hablar sobre este proyecto de ley 
que tiene un correlato con la infraestructura sobre la cual van a circular los medios de pago. 


En cuanto al proyecto de ley a que refiere el señor Senador, podemos decir que el Ministerio 
fue invitado a dar su opinión en la Cámara de Representantes y así lo hizo. Todo lo que allí se dijo 
consta en la versión taquigráfica; así que con gusto el día que lo consideren aquí podremos verlo en 
detalle, pero lo cierto es que hoy no vinimos preparados para referirnos a todos los detalles del 
proyecto de ley. De todos modos, definitivamente la iniciativa no hace lo que pide el señor Senador 
porque regula la dispersión y no el nivel de tasas. Por lo tanto, esos puntos no serían alcanzados por 
este proyecto de ley. El Ministerio no tiene ningún acuerdo respecto a las tasas; el proyecto de ley se 
hizo y tuvimos oportunidad de sugerir modificaciones, pero tiene algunas dificultades. En cuanto a la 
dispersión, es correcto, y recuerdo que en su momento hubo un conjunto de Diputados -en particular 
recuerdo al Diputado Mujica- interesados en esta problemática, y no solamente en el proyecto. Esto fue 
lo que llevó al gobierno a desarrollar acciones clave, que ya impulsó como, por ejemplo, la 
interoperabilidad de las redes. Ese es el fin de las rentas oligopólicas, de la práctica que limita el 
acceso de nuevos operadores. En conversaciones públicas con los agentes que participan, es decir, 
bancos emisores y sellos, se habló de un compromiso público de baja de aranceles, a pesar de los 
bajos niveles de competencia que tienen. Aquí estamos generando competencia y obligándolos a 
volverse interoperables. Si hay problemas que sobreviven en el diagnóstico, no son atacados por ese 
proyecto de ley, que tiene muchas virtudes que se volvieron realidad. No estamos diciendo que la 
problemática no sea atendida, porque se recoge en otros proyectos de ley; no se la atiende en un 
proyecto particular impulsado por situaciones particulares. 


Nosotros trabajamos en la Cámara de Representantes y los cambios que se introdujeron allí 
le dan mayor valor al proyecto de ley. En el caso de que se le puedan agregar ulteriores mejoras -si los 
señores Senadores así lo entienden- considerarán introducirlas a la iniciativa, pero estamos hablando 
de cosas distintas. El proyecto de ley a que refiere el señor Senador no habla de controles de 
aranceles porque en su momento se entendió que era muy difícil establecer por ley cuál es el nivel que 
asegure la provisión de este servicio. Este último es a costo y lo que nosotros hemos hecho es 
favorecer la competencia y separar la cadena oligopólica por la cual circulan estos medios de pago. 


El proyecto de ley tiene otros problemas y otras virtudes: las virtudes las recogemos todas y 
de los problemas nos alejamos. Entre otras cosas, este es un proyecto de ley que cambia las 
reglas de juego y crea resistencias porque genera competencia de nuevos actores, regula productos 
que hoy no lo están e impone condiciones que no existen. Además, tiene un beneficiario final: el 
excluido del sistema financiero. 


En el proyecto de ley de sistema de control de tarjetas de crédito no debemos confundir los 
aranceles -confusión importante- con los intereses. Los aranceles los paga el comercio, no el cliente, 
mientras que los intereses sí. En el país ya existe legislación en materia de intereses -la ley de usura- y 
este proyecto de ley no solo modifica los topes de intereses allí contemplados, sino que fija topes más 
estrictos para el producto que se está creando. Este aspecto ya fue destacado. 


El foco está en el consumidor final y en el acceso y competencia en todos los niveles de la 
cadena. Creemos que aquí se recoge, no solo la problemática relevante en la actualidad, sino los 
aspectos positivos de esa y otras iniciativas que, en su momento, se trataron. El problema tiene un 
abordaje global y estamos satisfechos con el resultado alcanzado. 


Las principales diferencias están en que no establece -como no lo propone ningún otro 
proyecto- topes absolutos de tasas de interés y no prohíbe ni reglamenta, hasta asfixiarlas, las 
promociones, aspecto que, seguramente, es recordado por el señor Senador. Entendemos que son tan 
pocos los aspectos en los que compiten las tarjetas de crédito en beneficio del consumidor final que, 
precisamente, las promociones, no solo en crédito, sino también en débito -punto que en la práctica ha 
cambiado a la luz de la simple consideración de este proyecto de ley- lo estarían favoreciendo en lo 
que hace a los débitos -es decir, al contado- y no en cuanto a las tarjetas de crédito. 


Pensamos que este proyecto de ley es una herramienta perfectible que está a la altura de los 
desafíos que se proponen. 


SEÑOR MORELL!I.- Es un gusto recibir a la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas, en 
particular, al señor Ministro Interino a quien conozco seguramente desde hace más tiempo que quienes 


están alrededor de esta Mesa porque fuimos vecinos del mismo edificio. 


Si bien mi preocupación ha sido expresada por el señor Senador Peña, quiero decir que el 
tema del costo excesivo de las tarjetas de crédito y de la falta de limitaciones ha sido una vieja 
preocupación en el Parlamento desde 1985, momento en que se produjo la restauración democrática. 
Ha habido infinidad de proyectos de ley -recuerdo haber presentado uno hace más de veinte años- 
que, de alguna manera, trataban de regular el aspecto de los intereses, de los intereses moratorios, de 
los sobrecostos en las emisiones de las tarjetas, pero el usuario normalmente tiene que aceptar los 
términos impuestos por los bancos o por los emisores de esos medios de pago. 


Según pude advertir -tengo entendido que este proyecto de ley ingresó hace poco tiempo a 
consideración de esta Comisión, pero, en mi calidad de suplente, es la primera vez que tomo contacto 
con él- aquí no se estaría utilizando esta buena oportunidad, en la que se habla de medios de pago 
electrónicos, para abordar el tema que considero realmente importante porque, como bien lo señaló el 
señor Senador Peña, afecta en forma importante a todos los usuarios de los medios electrónicos de 
pago, en particular a los de las tarjetas de crédito. 


Es más, de la exposición realizada por el señor Ministro interino no surge el abordaje de este 
tema, aunque esté contenido en otro proyecto de ley que corre en forma paralela a este. Creo que es 
un tema cuya gravedad justificaría su inclusión en el primero de los proyectos que se aprobara, donde 
trataría de incluir alguna previsión para abaratar, controlar o regular el costo en todo sentido que tiene 
para los usuarios la utilización de las tarjetas de crédito. 


SEÑOR PEÑA.- No quise interrumpir al señor Ministro interino pero, obviamente, conocemos la 
diferencia que existe entre intereses y aranceles y discrepamos cuando dice que al atacarse la 
dispersión no se hace lo propio con los costos; a nuestro juicio, es todo lo contrario. Creemos que el 
señor Ministro interino estuvo presente en la reunión en la cual discutimos y llegamos -con el Ministro 
Lorenzo- a la solución de fijar la dispersión en el 2%; esta propuesta se basa en el poder de 
negociación que tienen algunos comercios con los bancos. La ferretería de El Pinar no tiene la misma 
forma de negociar con los dueños de los bancos el costo de los aranceles que las principales cadenas 
de supermercados. Allí es donde nosotros atacamos la dispersión, y creemos que atacando la 
dispersión, se está atacando directamente el costo de la tarjeta. Además, de esa manera se está 
regulando y estableciendo un marco de referencia que favorece la igualdad en el mercado de los 
comercios. Eso es lo que queremos acometer. La realidad indica que existen varios actores que tienen 
mucho poder de negociación con los principales bancos y con quienes manejan las tarjetas de crédito y 
hay pequeños y medianos comerciantes del país que no tienen la misma posibilidad. Por esta razón 
discrepamos con lo que señaló el señor Ministro interino en que al atacar la dispersión no sucede lo 
mismo con los precios. Por el contrario: entendemos que al regular la dispersión se ata la negociación 
de los grandes comercios con la de los pequeños e iguala las condiciones de acceso a los costos que 
terminan repercutiendo en los precios. Eso es vital para que podamos tener en el mercado igualdad de 
oportunidades para los más fuertes y los más débiles. 


Este proyecto de ley que el señor Ministro interino está presentando, sin estos elementos 
termina ampliando las injusticias y no haciendo más justas las condiciones del mercado. Sabemos que 
son elementos que se comparten. Tenemos que ser sinceros en Sala. El ataque de la dispersión del 
2% no fue un invento nuestro y esta explicación fue la que dio el ex-Ministro Lorenzo. Por lo tanto, a no 
ser que se haya cambiado mucho su forma de pensar, eso era así. Nuestra propuesta iba por otro lado, 
directamente por establecer un tope de 3% y marcar los precios. Reitero, esta propuesta de la 
dispersión fue planteada por el Ministerio de Economía y Finanzas. Se intentaba atacar el costo de la 
tarjeta y por eso me extraña que ahora el señor Ministro interino nos diga que no tiene que ver una 
cosa con la otra. Esa es, en definitiva, una de las partes, que nos parece importante. 


El proyecto de ley de sistema de control de las tarjetas de crédito -que el señor Subsecretario 
conoce bien- no solamente ataca la dispersión; contiene 43 artículos que abordan muchas garantías 
que la gente no tiene. 


El señor Ministro interino no nos contestó con respecto a la propiedad de los POS. Nos 
parece que es importante ampliar la competencia y aceptar una tecnología, que lamentablemente no 


está en todo el país. Va a ser muy difícil que llegue rápidamente a los lugares, no sólo más alejados, 
sino más pobres de la población. El país necesita incrementar la competencia y sobre todo que se 
tenga la posibilidad de que todas las tarjetas de crédito accedan a todos los POS existentes y que el 
negocio de las transacciones no quede en pocas manos. Nos referimos no sólo a los POS, sino 
también a quienes manejan las tarjetas de crédito. Más allá de no querer confrontar directamente 
punto a punto con el señor Ministro interino -cosa que podemos hacer más adelante- nuestra intención 
es poder ir avanzando en algo sobre lo que no estamos en contra. Nos parece bien que avancemos en 
la inclusión financiera, el desarrollo de nuevas mecanismos y medios de pago en el Uruguay, pero lo 
debemos llevar adelante con justicia y equidad. Tenemos que ir en la dirección de incorporar a ese 
proyecto de ley elementos, o bien el Gobierno nos podrá trasmitir cómo vamos a avanzar en cuanto a 
las garantías que la gente debe tener y hoy no tiene con respecto al uso de las tarjetas de crédito. 
Podemos ahondar en el tema; no se trata solamente de estos dos o tres aspectos a los que me referí 
sino que hay cuarenta y tres artículos que podemos analizarlos uno a uno -el señor Ministro interino lo 
sabe- porque no se ha legislado con respecto al uso de medios electrónicos y actualmente la gente no 
tiene protección. Seguramente vamos a avanzar rápidamente en esto, pero insisto en que la gente está 
sumamente desprotegida y por eso nuestra intención es la de incorporar en este proyecto de ley 
algunas cuestiones que hacen a su defensa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que haya una respuesta del señor Ministro interino y pasemos 
inmediatamente al tratamiento del articulado del proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO..- En realidad, voy a reiterar que coincidimos en el diagnóstico que se 
hizo oportunamente, que el proyecto de ley cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes, que no hemos modificado la opinión que teníamos y que solo resta hacer comentarios 
sobre algunos artículos. Existe una opinión sobre el proyecto de ley de regulación de las tarjetas de 
crédito que es independiente de la que tenemos sobre esta iniciativa. A fin de que no haya confusión, 
debo aclarar que el proyecto de ley de Inclusión Financiera y Uso de Medios de Pago Electrónicos 
atiende esa problemática y va mucho más lejos: va a la raíz de los problemas de competencia en el 
sector de intermediación, avanzando en materia regulatoria, en una coyuntura distinta a la que había 
hace dos años, cuando se discutía la iniciativa referida al control de las tarjetas de crédito. En este 
caso, se avanza en la regulación y en materia de competencia y no tenemos grandes objeciones al 
articulado. Como lo dijimos en la Cámara de Representantes hace dos años, tenemos observaciones 
con respecto a la reiteración de normativa que ya existe, pero ese es un tema de técnica legislativa que 
es de resorte de los Legisladores. 


Insisto que en lo que hace al funcionamiento de las tarjetas y sus aranceles, que es lo que 
involucra directamente al comercio, el proyecto de ley relativo a las tarjetas de crédito no supone 
ningún cambio a lo que sucede en la actualidad. Por eso, en materia de aranceles y su tendencia, 
encontramos confortable el actual funcionamiento. Sobre la problemática común analizada, el señor 
Senador tendrá oportunidad de discutir con nosotros para verificar que es plenamente atacada -en su 
abordaje global- en el articulado del proyecto de ley de Inclusión Financiera que hoy venimos a 
presentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a comenzar con la consideración del articulado. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Si el señor Presidente lo permite, quisiera ceder el uso de la palabra 
al economista Vallcorba para hacer un recorrido de los diferentes capítulos con un mayor nivel de 
detalle. 


SEÑOR VALLCORBA.- Si los señores Senadores lo entienden pertinente, la idea es hacer un 
recorrido general sobre el proyecto de ley y, al mismo tiempo, comentar algunas de las modificaciones 
que se fueron introduciendo en el trámite de la discusión en la Cámara de Representantes, para luego 
dejar abierta la posibilidad de que se planteen dudas específicas sobre el articulado. No vamos a 
analizar artículo por artículo, sino que vamos a referirnos a los grandes conceptos y contenidos a nivel 
de los Títulos de la iniciativa y luego podremos pasar a las consultas que se entiendan pertinentes. 


El Título | del proyecto de ley, que refiere a los medios de pago electrónicos, define lo que se 
entiende por medios de pago electrónicos y por dinero electrónico. En el caso de los medios de pago 
electrónico, simplemente se recurre a lo que es la definición estándar recogida por los distintos 
organismos especializados en la materia y, dentro de ellos, se incluyen: las tarjetas de débito, las 
tarjetas de crédito, los instrumentos de dinero electrónico y las transferencias electrónicas de fondos, 
así como otros instrumentos análogos que permiten efectuar pagos electrónicos. 


Esta definición está alineada con las consideraciones que realiza, por ejemplo, el Comité de 
Basilea, y creemos que es necesaria y relevante en el proyecto de ley porque, por ejemplo, a la hora 
de regular el esquema de funcionamiento de determinados pagos hay una referencia permanente a lo 
que se entiende por medios de pago electrónico. Por lo tanto, era conveniente establecer claramente 
cuál era el alcance del concepto de medios de pago electrónico que estamos manejando. 


También en este Título se introduce el concepto de dinero electrónico que es utilizado por los 
distintos organismos encargados de establecer los estándares en materia de regulación financiera y de 
funcionamiento del sistema de pagos a nivel internacional, como el Sistema de Pagos y Liquidaciones 
y el Comité de Basilea del Banco Internacional de Pagos. Es un concepto que recientemente ha sido 
incorporado por las distintas legislaciones y normativas de los países de la región -entre los que 
podemos señalar a Paraguay, Perú y Colombia-; concretamente, en los marcos de las distintas 
iniciativas de inclusión financiera, se ha dado pie a la incorporación del dinero electrónico como un 
instrumento que tiene varias funcionalidades. En primer lugar, es un instrumento potente en el camino 
de sustituir el uso del efectivo; aporta un nuevo medio de pago electrónico que permitirá avanzar en la 
sustitución del dinero físico por otras formas de pago que son menos costosas, más prácticas y más 
seguras para la población y para el comercio en general para efectuar las transacciones. También está 
concebido en todas estas experiencias como una forma de avanzar hacia sociedades con mayor nivel 
de inclusión financiera, concepto que debemos enmarcar como uno de los componentes del conjunto 
de políticas de inclusión social que venimos impulsando desde el Gobierno. Por lo tanto, todo avance 
en materia de inclusión financiera, significa un avance en materia de inclusión social. 


Volviendo al tema del dinero electrónico, con respecto a las transacciones electrónicas -para 
las cuales el dinero electrónico es un instrumento que facilita y potencia su utilización- en general a 
nivel internacional, de las distintas experiencias que existen, se ha comprobado que es un primer 
escalón en el proceso de inclusión financiera. No se trata de una inclusión financiera plena, sino que es 
parcial y acotada, pero es una primera aproximación al uso de instrumentos financieros y, por lo tanto, 
es un primer vínculo con el sistema financiero en general. Y aquí vale la pena hacer una aclaración: 
cuando hablamos de inclusión financiera no nos referimos al sistema bancario, a la bancarización; el 
concepto de inclusión financiera es un concepto mucho más amplio, que abarca a otros actores y que 
obviamente tiene a los bancos como un actor importante -sería absurdo negarlo- pero también a un 
conjunto de actores clave y relevantes porque, en los hechos, hasta ahora, esos otros actores son los 
que han estado avanzando en forma más rápida en la atención de los segmentos de la población y de 
las empresas que están mayormente excluidas o que tienen peor acceso a la utilización de los 
servicios financieros. 


El artículo 2% define al dinero electrónico como un instrumento representativo de un valor 
monetario exigible a su emisor e identifica que puede tratarse de las tarjetas prepagas, billeteras 
electrónicas u otros instrumentos análogos y establece un conjunto de características que debe 
verificarse para que pueda ser utilizado como tal. Asimismo, el proyecto de ley habilita a que puedan 
emitir dinero electrónico las instituciones de intermediación financiera y también la aparición de nuevos 
actores: las instituciones emisoras de dinero electrónico -como comentaba el Ministro interino- cuyas 
principales características están definidas en Título ll que a continuación analizaremos. Vale la pena 
recordar que a estas instituciones emisoras de dinero electrónico el proyecto de ley las autoriza a 
brindar los servicios de pago de remuneraciones, honorarios, pasividades y otros beneficios sociales, 
con todos los resguardos y las garantías para que los fondos de los trabajadores, los pasivos y las 
personas que deben recibirlos no corran riesgos innecesarios. 


La incorporación en el proyecto de ley de la figura del emisor de dinero electrónico constituye 
un aspecto muy importante, por el hecho de que están llamados a desempeñar un rol sustancial en el 
desarrollo y la expansión del uso de los medios de pago electrónicos y porque va a generar mayor 
competencia, en particular a los bancos. 


Por lo tanto, va a obligar al sistema bancario que hasta el día de hoy le ha dado la espalda al mundo 
transaccional. Si hay algo en lo que nos caracterizamos es que el sistema bancario uruguayo es el que 
presenta un subdesarrollo mayor y patológico en la utilización de los medios de pago electrónico, y eso 
tiene que ver con lo que han sido las estrategias que los bancos han implementado en los últimos años 
y que se arrastra de la década del 80. Repito que el sistema bancario le ha dado la espalda al mundo 
transaccional y a muchos segmentos de la población que no pudieron acceder a servicios que se 
ofrecían en otras partes del mundo y que significaban un avance. Este proyecto de ley, precisamente, 
apunta a incorporar esos servicios. 


Así, pues, pensamos que la generación de nuevos actores que compitan con los bancos es un 
camino posible. Este proyecto de ley permite mover lo que es el statu quo que presenta el 
funcionamiento del sistema bancario actual, generando la necesidad de actuar y brindar servicios 
adecuados a la población para poder, de alguna manera, retener esos clientes. 


Sin ninguna duda, esas son medidas que van dirigidas a beneficiar a los usuarios finales, a los 
trabajadores y a los pasivos. Ese es el foco que tiene el proyecto de ley. 


Al mismo tiempo, la posibilidad de emitir dinero electrónico seguramente sea una herramienta 
que permita a un conjunto de actores que han venido brindando un importante conjunto de servicios en 
el funcionamiento del sistema de pago actual de la economía, con todos los problemas que tiene, pero 
que son fundamentales a los efectos de preservar la capilaridad y la extensión de la red desde el punto 
de vista de atención a los clientes. Nos estamos refiriendo al rol que tienen actualmente las redes de 
pago en nuestra economía, que es un fenómeno inusual en el mundo y que en buena medida responde 
a los errores y a la falta de estrategia que en el pasado tuvieron los actores del sistema bancario que, 
como decía, le dieron la espalda a lo transaccional. 


Por lo tanto, consideramos que este es un elemento bien importante en el proyecto de ley 
porque genera competencia a los bancos y, a su vez, porque esa competencia redunda en mejores 
beneficios para la población y en un mejor funcionamiento del sistema de pagos. Es un primer escalón 
en el avance en este proceso de inclusión financiera. 


En el Título Il del proyecto de ley se establecen las características, los procesos de 
autorización y las restricciones que tienen las instituciones emisoras de dinero electrónico. 
Concretamente, se explicitan las principales características que estas instituciones deben tener. Es 
importante destacar que algunas de ellas tienen que ver con que deben contar autorización previa del 
Banco Central para poder operar. El Banco Central, al mismo tiempo, va a ser la entidad encargada de 
regular y supervisar estos agentes. Estamos convencidos de que un proceso de inclusión financiera 
con nuevos actores debe apoyarse en una regulación financiera activa que, de alguna manera, haga 
que el crecimiento del sistema financiero en su globalidad se concrete sobre bases sólidas y 
sostenibles en el tiempo. 


Dentro de las características que se establecen para estas instituciones se incluye, por 
ejemplo, la prohibición de realizar actividades de intermediación financiera, otorgar créditos y captar 
depósitos. 


Aquí es importante diferenciar lo que son las actividades que la propia ley orgánica del Banco 
Central reserva para las instituciones de intermediación financiera de las actividades que este proyecto 
de ley está habilitando para estos nuevos emisores, es decir, los emisores de dinero electrónico. 


Nuestro marco legal actual -que este proyecto de ley no modifica- establece claramente que 
quienes pueden captar ahorro público y quienes pueden realizar actividades de intermediación 
captando depósitos y otorgando créditos son las instituciones de intermediación financiera. Y este 
proyecto de ley lo deja claramente establecido en el sentido de que estos emisores de dinero 
electrónico no están habilitados para desarrollar estas actividades. 


A su vez, se establecen una serie de disposiciones con relación al uso y manejo de los fondos 
correspondientes a los instrumentos de dinero electrónico, por ejemplo, lo que tiene que ver en 


particular con los fondos provenientes de pago de sueldos, jubilaciones y beneficios sociales, con el 
propósito de dar garantías y proteger esos fondos que son del público. 


En este sentido, el proyecto de ley le da las mismas garantías, los mismos resguardos que los 
que cuentan actualmente los fondos de similar naturaleza, o sea, de pago de salarios, jubilaciones y 
beneficios que están depositados en cuentas bancarias y, por lo tanto, las garantías y los resguardos 
para el trabajador y para el pasivo van a ser exactamente los mismos, ya sea que tengan su dinero en 
una cuenta bancaria o en instrumentos de dinero electrónico. 


También el proyecto de ley establece una serie de procedimientos y criterios de actuación en 
caso de quiebra o de concurso de las instituciones emisoras de dinero electrónico o si estas 
instituciones son suspendidas por el Banco Central en el marco de las potestades sancionatorias de 
que dispone. También se extiende la protección que está prevista en la Ley N* 18.139 para los pagos 
de sueldos, que refiere a la eventual suspensión de actividades o liquidación de una institución de 
intermediación financiera. Esa misma protección y ese mismo resguardo, reitero, se extienden a los 
fondos colocados en estos instrumentos de dinero electrónico. Asimismo, la protección que hoy brinda 
la COPAB a los depósitos bancarios se extiende a los fondos de trabajadores y pasivos que estén 
colocados en estos instrumentos. Ese es, básicamente, el contenido del Título || del proyecto. 


El Título ll ingresa en lo que tiene que ver, específicamente, con el pago de remuneraciones, 
honorarios, pasividades, beneficios sociales y otras prestaciones. Es este Título el que regula las 
condiciones en las que deben efectuarse estos pagos. Como criterio general, se dispone la 
obligatoriedad del pago de estas partidas que reciben los trabajadores y los pasivos que accedan a 
partir de ahora a una jubilación o pensión. Con respecto a las personas que reciben beneficios sociales 
y otras prestaciones, incluidas las prestaciones por alimentación, se establece que deben realizarse a 
través de acreditación en cuentas en instituciones de intermediación financiera, o en instrumentos de 
dinero electrónico emitidos por las instituciones que mencionábamos recién. 


Entonces, este es un régimen general que abarca a los trabajadores, a los nuevos jubilados y 
a quienes reciben beneficios sociales. El proyecto de ley establece que en el caso de los actuales 
jubilados este régimen de pago no resulta obligatorio, pero sí confiere el derecho de que puedan optar 
por cobrar a través de estos instrumentos en cualquier momento. Esta obligatoriedad, como comentaba 
el señor Ministro, constituye una pieza clave del proyecto, entre otras cosas, porque es a través de ella 
que se garantiza que la enorme mayoría de los uruguayos puedan acceder, en forma gratuita, a un 
medio de pago electrónico. También es importante tener en cuenta algunos datos que han surgido de 
la reciente encuesta sobre servicios financieros realizada en el marco de las actividades del Comité de 
Estabilidad Financiera, integrado por el Banco Central y el Ministerio de Economía y Finanzas. De esa 
encuesta surge, por ejemplo, que al día de hoy el 54% de la población no tiene una tarjeta de débito, y 
este porcentaje es sustancialmente mayor cuando lo analizamos por nivel de ingresos. El 80% de la 
población del primer quintil de ingresos -es decir, del más pobre- no tiene tarjeta de débito. Por lo tanto, 
en el marco de un proyecto de inclusión financiera, que entre otras cosas habilita la rebaja del IVA a 
través de instrumentos electrónicos, resulta crucial garantizar que toda la población pueda tener 
acceso a esos medios sin ningún tipo de costo. Por lo tanto, este es un aspecto central y que se 
vincula, como vamos a ver más adelante, con la rebaja del IVA. 


En este Título también se establece un conjunto de nuevos derechos para los trabajadores, 
los pasivos y los beneficiarios, porque en el proyecto se consagra la libertad del trabajador o del 
pasivo de elegir dónde cobrar. Este para nosotros es un elemento muy importante. Al día de hoy, la 
selección del lugar donde el trabajador cobra su sueldo -si bien el pago de sueldos a través de cuentas 
bancarias no está generalizado, pero es una práctica que tiene un grado de extensión importante, ya 
que casi la mitad de los trabajadores recibe su remuneración a través de un mecanismo de este tipo- la 
realiza la empresa; es una negociación entre la empresa donde se está trabajando y el banco. Y 
muchas veces de esa negociación surgen beneficios de los que se apropia la empresa. Incluso, ha 
habido casos conocidos en los que los bancos están dispuestos a pagar a una empresa por quedarse 
con el pago de la nómina de sus trabajadores. Esto que prevé el proyecto, que es dar libertad al 
trabajador para elegir dónde cobrar, invierte radicalmente el esquema de competencia y la estrategia 
de negocios que las instituciones que brindan estos servicios han desarrollado. ¿Por qué? Porque los 
beneficios no tendrán que otorgárselos a las empresas, como hasta ahora, sino que a los efectos de 
poder captar y retener a los trabajadores, ya sean instituciones de intermediación financiera o emisoras 


de dinero electrónico, tendrán que otorgar esos beneficios directamente al trabajador. Por lo tanto, 
consideramos que este es un avance fundamental, ya que se dan herramientas al trabajador para 
apropiarse de beneficios que hasta el momento iban a parar a manos de las empresas. 


El proyecto de ley inicialmente preveía que durante los primeros seis meses de vigencia del 
régimen fueran las empresas las que eligieran y que, una vez vencido ese plazo, empezara a regir la 
libertad del trabajador de elegir. Este fue uno de los puntos que se cambió en el transcurso de su 
tratamiento en la Cámara de Representantes y que nosotros compartimos. La lógica inicial de la 
iniciativa tenía que ver con un tema de simplificación, de hacer más sencillo el comienzo de 
funcionamiento del régimen, pero compartimos el criterio con respecto a que era bien importante que 
los trabajadores tuvieran esta libertad de elegir desde el primer momento. Por lo tanto, ese es el 
esquema que está planteado en el proyecto de ley que hoy está a consideración de la Cámara de 
Senadores. 


En este marco, esta iniciativa da un derecho al trabajador y al jubilado de cobrar a través de 
estos medios y de acceder a estos instrumentos electrónicos en forma gratuita. 


Asimismo, en la lógica de implementación gradual del conjunto de transformaciones que el 
proyecto de ley prevé, se establece que el trabajador, el pasivo, o quien recibe un beneficio social, 
tendrá el derecho de continuar cobrando como lo hacía hasta ahora, por un plazo de dos años, que 
puede ser prorrogable por un año más. La lógica tiene que ver con la transformación de hábitos y 
comportamientos, que tienen un componente cultural muy grande. Al mismo tiempo, debido a que en 
este momento puede presentarse alguna dificultad en algunos casos y en algunas regiones del país, 
nos parecía importante que durante un plazo bastante extenso -que puede llegar a ser de hasta tres 
años- el trabajador o el jubilado decida -en acuerdo con su empleador, en el caso de los trabajadores- 
continuar cobrando como lo hacía hasta ahora. Por lo tanto, el proyecto de ley genera una 
obligación para el patrón de pagar por estos medios y un derecho del trabajador de cobrar por estos 
medios electrónicos. Al mismo tiempo, le da el derecho al trabajador de decidir postergar el inicio de 
este nuevo esquema de pago. 


Esta iniciativa también prevé que los acuerdos celebrados con instituciones para el pago de 
las partidas señaladas -sueldos, jubilaciones y otros beneficios- se mantendrán vigentes por el plazo de 
vigencia del convenio, con un plazo máximo de un año, en caso de que la vigencia de ese acuerdo sea 
superior. Aquí también se prevé, a los efectos de evitar la industria de los traspasos -situación 
que conocemos, porque así sucedió muchas veces en el caso de las mutualistas y de las AFAP- que la 
libertad de elección de las personas no sea irrestricta y que haya un plazo mínimo de permanencia 
luego de que el trabajador o jubilado realice la elección. 


En su artículo 20 el proyecto de ley especifica el tratamiento a dar en materia del régimen de 
inembargabilidad. Nos parecía muy importante dejar claro el esquema en el cual operaba la 
inembargabilidad del salario y, en ese sentido, se establece que el conjunto de sumas que sean 
acreditadas en cumplimiento de lo que dispone el proyecto de ley en materia de pago de sueldos y 
jubilaciones tendrán el régimen de inembargabilidad previsto en el numeral 1) del artículo 381 del 
Código General del Proceso por el término de ciento ochenta días corridos a partir de la fecha en que 
se realizó la acreditación. Esta también es una modificación que se introdujo en el trámite de la 
discusión parlamentaria en la Cámara de Representantes, en el entendido de que se consideraba 
conveniente establecer un límite en cuanto al término de aplicación de la inembargabilidad, para evitar 
que pudiera ser un mecanismo que, si bien está concebido para proteger al trabajador, al más débil, 
fuera utilizado para eludir el pago de sus obligaciones por quienes precisamente no están en esa 
condición. Por eso se planteó la lógica de que esto no fuera ilimitado, sino que se acotó a un plazo de 
180 días. 


Por otro lado, se establece que a los efectos del conocimiento de las sumas acreditadas, 
resulta de aplicación lo previsto en el artículo 3% de la Ley N* 18.139 -que está actualmente vigente- 
que prevé que las instituciones bancarias tengan que identificar el origen de las acreditaciones 
correspondientes a pagos de sueldos. 


El Título IV refiere a los instrumentos para el pago de las remuneraciones, honorarios, 
pasividades, beneficios sociales y otras prestaciones. En este título se introduce un conjunto de 
resguardos en relación con las formalidades que tengan que cumplir las instituciones que provean los 
servicios de pagos que se detallan en el Título III. Al mismo tiempo, se establecen resguardos respecto 
a las características mínimas que deben tener los instrumentos que están habilitados a esos efectos. 


En primer lugar, hay un criterio que nos parece central y es que este proyecto de ley prevé en 
este título que las instituciones no puedan discriminar a los trabajadores, como hoy comentaba el señor 
Ministro. Acá estamos previendo a título expreso que no puede haber descreme. No me puedo quedar 
con los trabajadores de más altos ingresos porque son los que me interesan como clientes, y no 
aceptar a otros. Se establece a título expreso que ninguna institución está obligada a prestar estos 
servicios; el proyecto de ley no las obliga, pero sí dispone que la institución que decida brindarlos, los 
tiene que extender a todos los trabajadores, a todos los pasivos y a todos los que reciben beneficios 
sociales. Acá no vamos a tener ciudadanos clase A y clase B en cuanto al tratamiento que reciban por 
parte del sistema financiero. 


Otro de los elementos que se incorporó en la discusión parlamentaria en la otra Cámara es 
que no solo las instituciones no van a poder discriminar respecto a aceptar o no a un cliente, sino que 
tampoco van a poder discriminar en relación a los beneficios y las promociones que otorguen. El 
proyecto de ley da facultades para regular los beneficios y promociones que las instituciones realicen, 
aspecto que también va en línea con algunos de los temas que planteaba el señor Senador Peña. Al 
mismo tiempo, reitero, el texto establece expresamente que las instituciones no pueden discriminar en 
cuanto a los beneficios que otorgan. Si una institución les da beneficios a un conjunto de trabajadores, 
los tiene que extender al resto de los trabajadores que cobren allí sus sueldos; si otorga un beneficio a 
un conjunto de pasivos, tiene que ser para todos y no solo para quienes tienen mayores ingresos e 
interesan como clientes. 


Esto es lo que se plantea en términos de igualdad de condiciones, de equidad, de acceso 
universal respecto a la población. Pensamos que este es un elemento fundamental y es uno de los 
objetivos centrales del proyecto de ley al promover la universalización de derechos y la 
democratización, en última instancia, del sistema financiero. 


El artículo 25 de la iniciativa establece las condiciones básicas que tienen que cumplir los 
instrumentos donde se cobran sueldos, jubilaciones y beneficios sociales. Aquí está el corazón de lo 
que comentábamos hoy respecto a la gratuidad. Se dispone que las instituciones que presten estos 
servicios no van a poder cobrar por ello y tampoco podrán hacerlo por las consultas que realicen los 
usuarios. Hay un mínimo de extracciones y de transferencias interbancarias gratis que deben ofrecer; 
no pueden exigir saldos mínimos, no pueden cobrar comisiones de mantenimiento ni por cierre. Si una 
persona decide cambiarse de institución y cobrar sus haberes en otra, no le pueden cobrar. En este 
caso está garantizado un elemento que nos parece que es central: la gratuidad. Eso es lo que ha 
generado un profundo malestar en los bancos. Resulta paradójico porque muchas veces se dice que 
este es un proyecto de bancarización -y así fue establecido en algunas de las exposiciones a nivel de 
la Cámara de Representantes- pero resulta que quienes lo han criticado en forma más furibunda 
fueron los propios bancos a través de la Asociación de Bancos del Uruguay, que han señalado que 
esta norma es un misil en la línea de flotación de la rentabilidad de estas instituciones. Ni una cosa ni la 
otra; ni esto es un negocio para los bancos ni es un misil, porque sería algo irresponsable de nuestra 
parte estar comprometiendo la estabilidad del sistema bancario. Es importante dejar claro que este 
proyecto está enfocado en los usuarios, en los trabajadores, en los pasivos, en darles beneficios y 
derechos que, en general, el sistema hasta ahora no se los ha otorgado. 


También se establecen derechos en términos de servicios gratuitos. Uno, como trabajador, 
tiene el derecho de tener una cuenta con esas características. Si hay más instituciones que quieren 
ofrecer más cuentas con esas características, no hay ninguna restricción, pero no es que estén 
obligados. Si estoy cobrando en una institución y tengo dos trabajos, no es que tenga el derecho de ir a 
otra institución para que me den una cuenta en esa misma condición, sino que tengo derecho a una 
cuenta con este conjunto básico de servicios gratis y de prestaciones sin costo. 


Como ya adelantaba el señor Ministro, esta misma lógica tiene que ver con la disposición 
que figura en este mismo Título sobre la apertura de cuentas para las empresas de reducida dimensión 
económica. Y este también es otro de los focos en términos de inclusión financiera. Acá el sistema 
financiero y, en particular, el bancario, en general le ha dado la espalda a las pequeñas empresas. Por 
tanto, uno de los elementos centrales que plantea el proyecto es el derecho que tiene toda empresa 
de reducida dimensión económica -entendida como los monotributistas y los del literal E)- a abrir 
una cuenta con las mismas características que comentábamos recién en términos de gratuidad y de 
servicios básicos: transferencias y extracciones sin costos, sin costos de mantenimiento, sin saldos 
mínimos. Y esto es fundamental a la hora de avanzar en la inclusión de las pequeñas empresas al 
mundo financiero, porque los instrumentos financieros resultan fundamentales para las empresas, en 
particular, las de reducida dimensión económica, a los efectos de poder avanzar y crecer. 


En el trámite parlamentario en la Cámara de Representantes se incorporó en este Título IV - 
lo cual nos parece una mejora muy interesante al proyecto- un artículo que establece la obligatoriedad 
de las instituciones que brinden los servicios de pago de sueldos y jubilaciones, tanto de intermediación 
financiera como las emisoras de dinero electrónico, a proporcionar a los usuarios un conjunto de 
informaciones mínimas. ¿Por qué? Porque si este proceso de inclusión financiera no va acompañado 
de elementos fundamentales de educación financiera, de conocimiento y de información para los 
usuarios de los servicios financieros, quedaría bastante rengo. Acá estamos incorporando al uso de 
servicios financieros a un conjunto de ciudadanos que hasta el día de hoy no tenían contacto con 
estos instrumentos, pero resulta fundamental que para hacer uso pleno de estos servicios y sacarle el 
mejor provecho, lo hagan de manera informada, con conocimiento y formación. Por lo tanto, en ese 
artículo que se incorporó se plantea que el Banco Central tiene la obligación de establecer cuáles son 
los requisitos mínimos de información, los contenidos de funcionamiento general del sistema financiero 
y de los instrumentos que se regulan por esta ley que las instituciones tienen que proveer a sus 
clientes. 


En el Título V, sobre crédito de nómina, como comentaba el señor Ministro, se crea una 
nueva figura -que también consideramos relevante en la lógica del proyecto que tenemos a estudio-: el 
crédito de nómina, que tiene como objetivo el facilitar y mejorar el acceso al crédito de los trabajadores 
y de los pasivos que perciben su remuneración o prestación a través de la acreditación en cuentas. 
¿Por qué nos parece fundamental esto? Porque en el diagnóstico de partida que comentaba el señor 
Ministro hay situaciones claras de exclusión financiera, de falta de acceso a los servicios financieros, 
pero también, sobre todo a nivel de las familias, existen circunstancias en las que, si bien no se da una 
exclusión total del sistema financiero, sino un acceso a algunos servicios -en particular, a los créditos y 
al financiamiento- el problema está en que ese acceso se realiza en pésimas condiciones. Es así que 
tenemos familias que se ven obligadas a tomar un crédito, por ejemplo, para enfrentar un requerimiento 
de recursos, con tasas de interés absolutamente elevadas. Por lo tanto, generar un mecanismo que dé 
el derecho a los trabajadores, jubilados y pensionistas a poder acceder a un instrumento de 
financiamiento a tasas muy reducidas, en comparación con las que rigen en el mercado, reitero, nos 
parece fundamental. Podremos discutir después si son reducidas o no, pero para lo que es el mercado, 
no cabe la más mínima duda de que lo son. 


Respecto a este punto hubo una discusión intensa en la Cámara de Representantes y se 
introdujeron una serie de modificaciones. Por ejemplo, se estableció que las instituciones previstas en 
el artículo 2% de la Ley N* 17.829 — -básicamente, me refiero a las cooperativas y a ANDA- tendrán la 
posibilidad de ofrecer el crédito de nómina a todos los trabajadores y a todos los jubilados y 
pensionistas, independientemente del lugar que hayan elegido para cobrar sus haberes; esta es una 
modificación que se introdujo al proyecto original. O sea que, en la medida en que se generaliza un 
instrumento para todos los trabajadores, jubilados y pensionistas, se está dando un potencial de 
expansión importante de negocio a las cooperativas y a ANDA. Al mismo tiempo, se habilita a que las 
instituciones de intermediación financiera que pagan haberes a las personas que hayan elegido 
cobrarlos por ese medio, puedan ofrecer el crédito de nómina, pero solo a quien haya elegido cobrar su 
sueldo en esa institución. 


Por lo tanto, claramente se establece un tratamiento asimétrico, un tratamiento desigual, para 
atender situaciones de actores que también son desiguales. Esto también hace a lo que es la tónica del 
proyecto de ley. 


El crédito de nómina debe verificar un conjunto de restricciones -lo que está regulado 
también en el proyecto- con el objetivo de promover un uso responsable del crédito y, al mismo tiempo, 
para asegurar que el acceso al crédito se produzca en condiciones favorables para el beneficiario. En 
ese sentido, el artículo 30, en primer lugar, prevé que el crédito solo se podrá otorgar en la moneda en 
que cobra el trabajador o en unidades indexadas. Esto se pensó con la lógica de evitar el descalce de 
moneda, ¡que tanto daño le ha hecho a las familias uruguayas! 


En segundo término, se establece que el monto de la cuota no podrá superar el 20% de los 
haberes mensuales nominales del trabajador, con lo que apuntamos a lo siguiente: queremos ser muy 
cuidadosos en que este instrumento que consideramos valioso, porque permite acceder a un 
financiamiento con tasas bajas, no sea una fuente de promoción de un nivel de endeudamiento 
excesivo por parte de trabajadores y pasivos. De modo que se establece un límite que es muy acotado, 
menor al que está vigente en muchas de las restricciones que operan actualmente. Es obvio que un 
20% es menor al porcentaje de otros instrumentos de similar naturaleza en los que se llega incluso al 
30%. 


Por tanto, este es un límite que restringe y nos parece sano que sea así, en la medida en que 
promueve el uso responsable del crédito. 


Finalmente, se limita la tasa de interés, elemento que consideramos crucial. Actualmente, 
tenemos un régimen regulado por la ley de usura, un régimen general, pero, en este caso, se trata de 
un instrumento particular, en doble sentido. En primer lugar, de bajo nivel de riesgo de crédito porque 
la cobranza es mucho más sencilla y el riesgo de incobrabilidad es mucho menor, pues se cobra 
directamente del sueldo. En segundo término, tiene un costo de gestión administrativa menor, ya que la 
cobranza es descentralizada, la hace un tercero, al que no hay que pagarle por esa cobranza. Todos 
estos elementos hacen que, razonablemente, la dispersión de tasas de interés para este tipo de 
operaciones sea razonablemente menor a la que se establece como criterio general en la ley de usura. 
Aquí también se introdujeron modificaciones en la Cámara de Representantes; el proyecto que está a 
consideración del Senado establece que para este tipo de operaciones el tope es del 20% del 
promedio del mercado. Entonces, no podrá haber ninguna operación de crédito de nómina que esté por 
encima del 20% del promedio del mercado. Para tener alguna referencia, hoy, el promedio del mercado 
para este tipo de operaciones está en el 29%; por lo tanto, este proyecto implica que no se puede 
conceder ningún crédito de nómina que supere una tasa de interés del 36%. Para muchos uruguayos, 
esto significa la posibilidad de acceder a un crédito con un costo que es infinitamente menor al que 
acceden en la actualidad. Recordemos que hay familias que se están endeudando a tasas del 70% y 
80%. Uno puede abrir una nueva discusión: está claro que es significativamente menor, ahora, ¿no 
sigue siendo elevado? Y bueno, yo creo que sí. Me parece que una de las buenas cosas que va a tener 
este proyecto de ley es que, en la medida en que se generen nuevos actores, estas tasas se van a ir 
reduciendo gradualmente, porque con una inflación del orden del 9%, como tenemos en la actualidad, 
una tasa de interés en pesos del 36% parece que sigue siendo elevada. De todas maneras es un 
avance significativo y nosotros estamos convencidos de que por la propia dinámica del proyecto las 
tasas ingresarán en una senda de reducción progresiva. 


Otro de los aspectos que se regulan en el Título V tiene que ver con establecer el orden de 
prelación de esta nueva figura que es el crédito de nómina. En ese sentido en el artículo 32 se modifica 
la redacción del artículo 1% de la Ley N* 17.829 y se incorpora a las cuotas de los créditos de nómina 
como un último literal. Durante la discusión generada en la Cámara de Representantes sobre el 
proyecto se incluyó los actos cooperativos en cooperativas de consumo, también como un componente 
de este literal. Esto significó una mejora sustancial para las cooperativas de consumo, porque pasaron 
de estar un escalón más abajo -regidas por el orden institucional; por lo tanto una cooperativa de 
consumo relativamente nueva entraba al final de la cola- a estar un escalón más arriba y regidas por la 
antigúedad de la operación. Nos parece que es un criterio que genera igualdad dentro de las propias 
instituciones de la economía social. 


En el artículo 33 se modifica el artículo 2% de la Ley N* 17.829 y se introduce la tasa de 
interés máxima de los créditos con retención de haberes que otorgan las cooperativas y ANDA, que 
son las que están incorporadas en el artículo 2%, así como un tope a la tasa de interés. En este caso es 
mayor al 20% que comentamos para el crédito de nómina y en el proyecto que está a consideración 
del Senado está establecido en el 30%. Esto tiene una lógica. Actualmente las cooperativas y ANDA 


van a poder dar crédito de nómina -con las características que ya comentamos- y créditos con 
retención de haberes -que es el que venían dando hasta ahora- con un tope que es mayor al que 
previmos para el crédito de nómina. ¿Por qué? Porque en la medida en que es una retención que 
ingresa después, el riesgo de crédito es algo mayor que el anterior. Es menor que un crédito común y 
corriente y por eso parece razonable que el tope sea menor al general de la tasa de usura, pero 
también parece que es razonable que sea algo mayor que el previsto para el crédito de nómina. 


En el marco de la discusión de la Cámara de Representantes se introdujo, no en este título 
sino más adelante, una rebaja del tope general a la tasa de usura para el crédito al consumo y se 
previó reducirlo del 60% actual al 55%. Por lo tanto, en materia de topes a la tasa de interés 
tendríamos tres grandes esquemas: uno para el crédito de nómina con un tope del 20% por encima de 
la tasa de promedio del mercado, otro del 30% para el crédito con retención de haberes, y otro del 55% 
para los créditos en general al consumo sin retención. 


Finalmente, el artículo 34 establece un aumento que ya lo explicó el señor Ministro. Se trata 
de un cronograma de aumento gradual del mínimo intangible, o sea el mínimo que no se puede 
comprometer del sueldo. Esto hace a la discusión sobre la inembargabilidad. Lo que estamos 
haciendo es proteger el salario del trabajador, poniendo un límite y diciendo que tiene asegurado, que 
va a cobrar, al menos un determinado porcentaje de su sueldo, que al día de hoy se sitúa en el 30 %, lo 
que significó un avance sustancial desde el punto de vista de los derechos de los trabajadores. El 
proyecto de ley prevé un aumento gradual -todo esto requiere gradualidad para que su implementación 
permita a los distintos actores ir acomodándose a las nuevas reglas que aquí se establecen- mediante 
el cual se estaría llegando al 50 % en el año 2018. 


En el Título VI se regulan algunos pagos. El propósito general que inspira las medidas que 
están previstas en el Título tiene que ver con la generación de un volumen importante de transacciones 
electrónicas. Esto es muy significativo porque el mundo de las transacciones electrónicas se 
caracteriza por presentar elevados niveles de economía de escala y de red; por lo tanto, en la medida 
en que logremos incrementar en forma significativa el número de transacciones electrónicas, 
provocaremos una reducción importante de los costos de funcionamiento del sistema, y esto mejora en 
términos de eficiencia, la economía en su conjunto. 


El hecho de promover las transacciones electrónicas sin duda también favorece un mayor 
nivel de formalización de la economía, puesto que da herramientas para contribuir a reducir la evasión 
fiscal, así como para combatir el lavado de activos. Tenemos que ser muy claros: este proyecto de ley 
no tiene una finalidad recaudatoria, no es fiscalista, pero sin lugar a dudas, en el marco de las medidas 
que introduce, la promoción de los instrumentos de pago electrónico contribuye con el objetivo de 
reducir la evasión. Desde el Ministerio hemos manifestado -y los parlamentarios también lo han hecho 
en forma reiterada- que el impuesto más injusto es el que no se paga. Por lo tanto, todo combate en 
dirección a que todos paguemos lo que nos corresponde y de esa manera poder ir avanzando en la 
reducción de la carga impositiva, nos parece que es una contribución importante. 


Por otra parte, hay un elemento, que no es la motivación central del proyecto de ley, pero sin 
duda -al igual que el instrumento que acabamos de mencionar- es una contribución que realiza y que 
tiene que ver con la seguridad. Obviamente, esta iniciativa no va a resolver los problemas de seguridad 
de la población ni de los comercios, pero sí va a contribuir a mejorar las condiciones en este sentido. 
¿Por qué? Porque en la medida en que logremos avanzar en la reducción del uso del dinero en 
efectivo sustituyéndolo por medios electrónicos de pago, al haber menos circulante en los comercios, al 
tener la gente menos cantidad de dinero en sus bolsillos, también se generan condiciones de mayor 
seguridad. Cuando el acceso a los instrumentos de pago electrónico esté generalizado no sería 
descabellado pensar que, por razones de seguridad, ciertas transacciones solo pudieran realizarse por 
medios de pago electrónico. Recuerdo haber discutido sobre esto con el Senador Brenta, cuando 
ocupó el cargo de Ministro de Trabajo y Seguridad Social, en oportunidad de ocurrir el hecho 
lamentable de la muerte de un trabajador que distribuía supergás. 


Entonces, si logramos que toda la población acceda a un medio de pago electrónico, uno 
podría pensar en implementar medidas que fácilmente contribuyan a mejorar la seguridad de la 
población. ¡Ni que hablar en lo que refiere a las estaciones de servicio! Si estableciéramos que durante 


el horario nocturno no se utiliza efectivo y solo se acepta como medio de pago el electrónico, sin duda 
eso contribuiría a mejorar las condiciones de trabajo en las cuales hoy un conjunto de personas se ven 
obligadas a desempeñarse. 


Como dije, este no es el objetivo central pero, sin duda, avanzar en esta dirección contribuye 
a mejorar las condiciones de seguridad. 


En el artículo 35 se establece una restricción para las operaciones en efectivo. Todas las 
operaciones que superen una cifra aproximada a los US$ 5.000 -equivalente a 40.000 unidades 
indexadas, tal como figura en el texto- no podrán abonarse en efectivo. Por su parte, en el artículo 36 
se establece una restricción para transacciones de mayor importe -del orden de los US$ 20.000- en las 
cuales los pagos solo podrán realizarse a través de medios de pago electrónico o cheques comunes o 
diferidos pero cruzados, no a la orden. 


En este Título, el proyecto de ley establece algunas regulaciones en cuanto al pago del precio 
en dinero de los arrendamientos. En la Cámara de Representantes también se introdujo una 
modificación porque se prevé que los arrendamientos deben ser pagos a través de cuentas en 
instituciones de intermediación financiera y se habilitó que cuando exista un administrador de bienes 
inmuebles que intervenga en el negocio, el pago podrá realizarse en la cuenta del administrador. 
Consideramos que esta disposición facilita la implementación de todas estas medidas. 


Además, hay algunas restricciones en cuanto a los medios de pagos que se pueden utilizar 
para la compraventa de inmuebles, para el pago de proveedores y de tributos nacionales, que van en 
la misma dirección que comentábamos al principio. En términos generales, la autoridad competente 
encargada de controlar las disposiciones de este Título es la Administración Tributaria, que al mismo 
tiempo es la facultada para aplicar las sanciones que correspondan en caso de incumplimiento. 


El Titulo VII refiere al Programa de Ahorro Joven para Vivienda, que también nos parece muy 
interesante. Es una pequeña contribución, pero relevante, a la promoción del ahorro, que es una de las 
grandes carencias que encontramos a nivel de nuestro país, porque nos hemos caracterizado por un 
ahorro privado que en términos generales ha sido bajo a nivel histórico. No tiene sentido extendernos 
sobre las bondades que tiene el ahorro, tanto para la familia como para la comunidad en su conjunto, 
pero en particular este Programa -que es acotado- tiene dos focos fundamentales: se pretende 
promover el ahorro a nivel de los jóvenes y, al mismo tiempo, que ese ahorro esté destinado al acceso 
a soluciones habitacionales, porque las posibilidades que tienen de acceso a la vivienda es una de las 
principales dificultades que enfrentan cuando intentan independizarse. Por lo tanto, los beneficiarios del 
Programa serán jóvenes trabajadores formales entre 18 y 29 años de edad, quienes van a poder abrir 
una cuenta en cualquier institución. Para ellos se prevé un incentivo en dinero que podrá llegar hasta el 
30 % del ahorro. En este sentido hay algunas restricciones. Por un lado, el proyecto está concebido 
para fomentar el microahorro, el de aquellos sectores de la población que tienen menor capacidad de 
ahorro; por lo tanto, promueve y otorga este beneficio para los ahorros comprendidos entre 500 Ul y 
750 Ul, o sea entre $ 1.250 y $ 2.000. Ese es el ahorro que estamos promoviendo y no el de quien 
tiene la capacidad de ahorrar $ 50.000. Insisto: el ahorro máximo que promovemos es hasta $ 
2.000. Esto nos lleva a que quien a lo largo de la vigencia del Programa -que es de cuatro años- logre 
ahorrar sistemáticamente este monto máximo promovido, se hará beneficiario de un subsidio 
equivalente a US$ 1.350. 


Para aquellos sectores de la población de menores ingresos, sin duda puede llegar a ser un 
aporte y una contribución importante. Cuando hablamos de soluciones habitacionales no estamos 
pensando exclusiva ni principalmente en la compra, sino, por ejemplo, en que ese dinero pueda servir 
como garantía a ofrecer a la hora de acceder a un alquiler formal o a algunos de los programas de 
vivienda que promueve el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y la 
Agencia Nacional de Vivienda. 


El Título VIIl establece un conjunto de disposiciones tributarias y, en tal sentido, prevé la 
rebaja del Impuesto al Valor Agregado. Me hubiera gustado que estuviera presente el señor Senador 
Peña porque voy a hacer alguna referencia al planteo que él hizo, pero de todas maneras mis palabras 
quedarán registradas en la versión taquigráfica. El Gobierno ha hecho foco en algo muy importante 


respecto a que es fundamental que la rebaja del Impuesto al Valor Agregado llegue efectivamente a la 
población. Todos podemos recordar las dudas que generó la rebaja del IVA que se dio en el marco de 
la Reforma Tributaria, en cuanto a si los comerciantes efectivamente la habían trasladado al precio. 
Teniendo en cuenta esa experiencia, estamos proponiendo tener un mecanismo transparente, claro e 
inequívoco para el trabajador, que le asegure que efectivamente accede a ese beneficio. 


Cuando empezamos a trabajar en la implementación de la rebaja del IVA a través de 
instrumentos de pago electrónico, nos enfrentamos a dos cuellos de botella y por eso es que recién en 
el marco de este proyecto de ley consideramos que estamos en condiciones de avanzar en dicha 
rebaja. Estos cuellos de botella tenían que ver, por un lado, con el hecho de asegurarnos que toda la 
población pudiera acceder a un instrumento de pago electrónico porque, de lo contrario, estaríamos 
implementando una medida, que sería muy transparente, pero que también podría llegar a ser 
altamente regresiva, dado que quienes tenían dificultades de acceso a esos medios de pago eran, 
precisamente, los sectores de la población de menores ingresos. Hoy comentaba que cuando 
analizamos quiénes tienen acceso a una tarjeta de débito, podemos ver que los hogares con niveles 
de ingreso más bajos son los que están más imposibilitados. Por lo tanto, implementar esta medida sin 
asegurar que todo el mundo pueda acceder a un instrumento de pago electrónico hubiera sido algo 
regresivo. Por eso, la rebaja del IVA tiene que ver con este proyecto de ley. 


El segundo cuello de botella tenía que ver con la plataforma tecnológica, tal como lo 
expresaba el señor Ministro interino. En ese sentido, era esencial avanzar en la extensión de las redes 
de POS. Durante estos dos últimos años hemos trabajado intensamente en esa dirección y los 
resultados que hemos tenido han sido ampliamente satisfactorios. Sin duda que queda muchísimo 
camino por recorrer, pero al día de hoy y basándonos en la información estadística del Banco Central, 
la cantidad de POS de que dispone nuestra economía más que se duplicó respecto a la que existía 
cuando empezamos a trabajar en este tema. A través de un conjunto de acciones específicas, hemos 
logrado que los comercios pequeños y los ubicados en el interior del país hayan incorporado el uso de 
los POS. Eso no fue producto del mercado sino el resultado de acciones deliberadas del Gobierno que 
focalizaron su accionar en atender aquellos segmentos de comerciantes que tenían mayores 
dificultades y barreras para acceder al uso de los medios de pago electrónico. 


Ya lo dijo el señor Ministro interino, pero es bueno recordar que se declaró promovida la 
actividad de instalación de POS, accediendo a un conjunto de beneficios impositivos, pero con 
contrapartidas claras que tenían que ver con beneficios trasladables a los comercios. Para poder 
acceder a los beneficios en el marco de la promoción de inversiones, se estableció un costo de 
arrendamiento máximo mensual de los POS para el comerciante que, en su momento, no alcanzaba $ 
300. Eso implicaba una reducción respecto a los costos de arrendamiento que estaban pagando los 
comerciantes. No solo se hizo esto sino que, preocupados por el pequeño comercio -esa es la 
preocupación genuina que tenemos- se estableció un subsidio al costo del arrendamiento del POS 
para los pequeños comerciantes y hasta el 31 de diciembre del año pasado este alcanzaba el 100%. 
Por lo tanto, los pequeños comerciantes no pagaban nada como costo mensual del arrendamiento. Ese 
subsidio se fue reduciendo y al día de hoy es del 70%, el año que viene será del 40% y luego finalizará, 
pero estas son medidas concretas que de alguna manera fueron en la dirección de facilitar el acceso 
de estos pequeños comercios al uso de medios de pago electrónico. 


SEÑOR PEÑA.- Una de nuestras preocupaciones es que si bien se ha ampliado mucho la cantidad de 
POS, seguimos siempre en un cuello de botella que se amplía sobre la base de una misma empresa 
que concentra básicamente las principales tarjetas de crédito en una actitud cuasi monopólica. Nos 
gustaría buscar otro tipo de alternativas que permitan a un comerciante no tener que tener dos o tres 
POS -creo que el número es tres- para el uso de todas las tarjetas que hay en el mercado. Por nuestra 
parte, quisiéramos encontrar mecanismos que permitieran mayor competencia entre las empresas 
dueñas de los POS. Obviamente que el pasaje debe contemplar todos los medios de seguridad 
necesarios y hacerse a través de los organismos que correspondan; de todas formas, creemos que 
debería existir una mayor liberalización en el pasaje de las distintas tarjetas por los POS existentes. 


Quería hacer esta acotación porque, si bien en la cantidad hay una acción, no ocurre lo 
mismo en lo que refiere a la propia área de concentración del pasaje de las principales tarjetas de 
crédito y de débito por una sola empresa de POS. 


SEÑOR VALLCORBA.- Sin duda alguna, compartimos la preocupación del señor Senador Peña. 
Creemos que ello le consta porque hemos trabajado duro en este tema y, como él sabe, lo 
continuamos haciendo a nivel de la reglamentación de la interoperabilidad de las redes, aspecto que 
está avanzando. El proyecto de ley refuerza esa línea de trabajo. Compartimos plenamente -esta es 
una de las tantas fallas que tiene nuestro sistema de pagos- lo referente a los problemas de 
funcionamiento del sistema de pagos en materia de uso de POS y de tarjetas. Esto es algo que está 
fuera de discusión, pues hemos actuado en esa dirección. 


Hoy existen situaciones por las cuales algunas tarjetas no pueden pasar por ciertos POS y 
algunos POS que no aceptan determinadas tarjetas. Aclaramos que esta no es una realidad solo de 
Uruguay; basta con ir a Brasil y ver la multiplicidad de POS que un comercio tiene para poder operar 
con todas las tarjetas. Quiere decir que no es un problema autóctono. Estamos convencidos de que 
con este proyecto de ley, mediante el cual se refuerza la línea de trabajo en materia de 
interoperabilidad de las redes, dentro de poco tiempo este problema será parte del pasado. ¿Por qué? 
Porque el objetivo fundamental aquí es, al igual que en otras tantas áreas, igualar la cancha en materia 
de competencia y, en donde existan barreras -como, sin duda, ponen los agentes poderosos en el 
funcionamiento del sistema- que la legislación actúe para derribarlas. 


Esto es claro. Sin duda que aquí hay temas de seguridad de por medio  -no es algo sencillo 
y, por esa razón, hemos venido trabajando en esa dirección- porque no podemos comprometer la 
seguridad del funcionamiento del sistema de pagos. Esto no es simplemente una resolución 
administrativa; estamos trabajando en la dirección de que ningún POS pueda rechazar una tarjeta -esto 
significaría un gran avance porque sobre eso no hay temas de seguridad, sino que, a nuestro juicio, se 
trata simplemente de una práctica anticompetitiva en la que estamos trabajando para que quede sin 
efecto- y, a su vez, en asegurar que las tarjetas no puedan ser rechazadas por la red de POS. Con 
respecto a este punto sí tenemos problemas de seguridad en los que estamos trabajando. La idea es 
que, siempre y cuando los POS cumplan con los requerimientos que en materia de seguridad se 
exigen, no puedan rechazar las tarjetas y que estas no sean rechazadas por las redes. Esto significará 
un avance muy importante -que compartimos con el señor Senador- en lo que hace al funcionamiento 
del sistema. 


Como dije, estamos trabajando en el tema y en condiciones de que, a corto plazo, el tema 
comience a resolverse. 


Hemos adoptado una serie de medidas activas para promover el uso de POS a nivel de los 
comercios -en particular, de los pequeños- con resultados importantes, así como otras relacionadas 
con el costo de arrendamiento y el subsidio para los pequeños comercios. Además, se reduce la 
retención de impuestos que los comercios realizan cuando se opera con tarjeta. Esta reducción opera 
para los pequeños comercios. Quiere decir que cuando el comercio hace una transacción con una 
tarjeta se le retiene cinco puntos de la misma como adelanto por el pago de impuestos. Este no es un 
costo real, salvo que la empresa esté en negro. Para nosotros esto no representa un problema, sí lo es 
el costo financiero que puede tener para un pequeño comercio. De ahí, entonces, la reducción de cinco 
punto a dos puntos la retención. 


Simultáneamente -este tema tiene que ver con lo manifestado por el señor Ministro Interino- 
se logró una reducción significativa de los aranceles. Quiero detenerme en este punto para decir que 
Uruguay, antes de empezar a trabajar en estos temas, presentaba una situación bastante patológica, 
con problemas en dos direcciones en materia de los aranceles que las tarjetas cobran a los comercios. 
Por un lado teníamos un problema de nivel de aranceles. El promedio de los aranceles que cobraba 
Uruguay era elevado respecto a la comparación regional. Al mismo tiempo, presentábamos una 
dispersión, también, muy alta. ¿Por qué? Porque teníamos aranceles que iban desde el 2% o 2,5% al 
7%. Entonces, teníamos dos problemas, reitero, aranceles muy altos pero, fundamentalmente, 
aranceles muy dispersos que castigaban al pequeño comercio. La preocupación en este tema, 
nuevamente  -como le consta al señor Senador Peña- es compartida y, en efecto, hemos trabajado 
en forma conjunta. Ir en la dirección que desde el punto de vista legislativo se apunte a la dispersión, 
es compartida como criterio general. Por ejemplo, ese es el criterio que se aplica en la tasa de usura. 
Nosotros no fijamos niveles, fijamos dispersiones. Pero, ¿cuál es el problema? Que hoy la realidad - 
tengamos en cuenta que hace dos años era muy problemática, en particular para el pequeño comercio 
que tenía que pagar el 7%, tanto para débito como para crédito- cambió radicalmente, en buena 


medida, por la preocupación que existía, tanto a nivel del Gobierno, como de los parlamentarios, sobre 
el tema. La realidad indica que si hoy se aprobara el proyecto de ley relativo a tarjetas de crédito al 
que hacía referencia el señor Senador Peña, en materia de aranceles no provocaría ninguna 
modificación, porque la realidad que tenemos en el mercado es más favorable que la que prevé la 
iniciativa, en particular en el caso de los aranceles para tarjeta de débito. En el caso de estas tarjetas, 
tal como señaló el señor Subsecretario, se redujo de 7% a 2,5% y existe un cronograma comprometido 
por parte de los emisores de reducciones futuras a medida que aumente el uso de las tarjetas de 
débito. Hoy comentábamos que los medios de pago electrónico se caracterizan por tener economías 
de escala y de alcance muy elevadas -en particular las primeras- y, por tanto, es razonable que a 
medida que esto aumente, los costos se reduzcan y que esa reducción se traslade al comercio. Está 
previsto que el arancel para tarjetas de débito alcance al 1,5% como máximo. Ese es el compromiso 
que asumis8eron los emisores que, hasta ahora, lo han cumplido a rajatabla. Una señal de que el 
problema no es tal, es que nosotros -seguramente, que con el señor Senador Peña- recibíamos 
permanentemente delegaciones de los comerciantes preocupados por este tema. Hoy no tenemos a 
ninguno solicitando ser recibido para plantearnos este problema porque el acuerdo se cumplió, se 
implementó y es efectivo. Pensemos, por ejemplo que si la dispersión máxima prevista para la tarjeta 
de débito es de 1,5 puntos en el proyecto a que hacía referencia el señor Senador Peña y estamos 
previendo que el arancel máximo para débito pueda llegar al 1,5%, sin duda que la realidad que hoy 
está operando en el mercado es bastante más favorable para el comercio -y en particular para el 
pequeño comercio- que el que surgiría de aplicar el proyecto de ley. 


Entonces, queremos señalar que compartimos la preocupación del señor Senador, pero 
entendemos que hoy no hay un problema en ese sentido. 


SEÑOR PEÑA.- Quería hacer una aclaración, digamos, positiva. 


Me consta el trabajo que está realizando el equipo que hoy nos acompaña y especialmente 
el del economista Vallcorba. La realidad es que nuestra preocupación es -y doy una cuota de confianza 
al equipo- qué pasa luego. Nos consta que se ha realizado un trabajo profundo tratando de reducir los 
aranceles y la dispersión, así como también, de comunicación y negociación con quienes, en definitiva 
toman las decisiones. Lo cierto es que el año que viene se termina un período de Gobierno y comienza 
a otro y nos parece que la mejor forma de salvaguardar esta preocupación es incluirlo en la ley. Con la 
dispersión se atacan los máximos y los mínimos. Ojalá siempre estemos en el piso y no en el techo 
pero, por lo menos, establecemos reglas claras de juego y las mantenemos en el tiempo. Ojalá se 
comparta la inquietud, pero lo cierto es que la historia del país no ha demostrado la misma 
preocupación que la que -como nos consta- el economista Vallcorba ha tenido con respecto a estos 
temas. Nos parece que este proyecto de ley nos da garantías a todos en el hoy, pero sobre todo en el 
mañana, y más allá del esfuerzo que el equipo económico haya hecho en estos tiempos con respecto a 
este tipo de negociaciones, la iniciativa nos asegura el largo plazo y que las reglas de juego no 
cambien de un día para el otro. 


Quería hacer esta acotación e insistir en que si bien nuestro objetivo no es que salga 
específicamente el proyecto de ley presentado y aprobado por la Cámara de Representantes, tal vez 
tengamos la chance de incorporar algunos aspectos que nos parecen muy importantes o recoger otros 
que han quedado afuera y están contenidos en el otro proyecto de ley, a fin de completar un menú que 
sea bastante más atractivo y con mayores seguridades para la gente. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR VALLCORBA.- No quiero ingresar en la discusión del otro proyecto de ley, porque creo que 
nos convoca el relativo a la Inclusión Financiera y Uso de Medios de Pago Electrónicos. Hice el 
comentario con respecto a que estamos convencidos de que, independientemente de lo que decidan 
los señores Senadores -que, en definitiva, son quienes deben resolver sobre el tema- al día de hoy, la 
no aprobación de ese otro proyecto de ley no es un impedimento para implementar este, porque la 
realidad ya está funcionando mejor de lo que esa otra iniciativa preveía en materia de aranceles. En su 
momento podremos discutirlo. 


Hay un comentario que quisiera hacer porque me parece muy importante. Hace poco 
participé en la reunión del Consejo de Administración de Felaban -la Federación Latinoamericana de 
Bancos- invitado a instancias del economista Calloia, para presentar el contenido del proyecto. Tuve 
oportunidad de conversar con el señor Brito, el banquero argentino que es Presidente de Felaban, y 
debo decir que la vivencia que tuvieron los banqueros en Argentina con respecto a acciones que no 
son iguales, pero tienen una tónica similar, me pareció interesante a la hora de interpretar qué está 
pasando o qué pasará con los Bancos, tanto en este tema como en otros. En su momento, en 
Argentina, se estableció la obligatoriedad -no general, porque dependía de ciertos niveles de ingresos, 
de tamaños de empresas y demás- de pagar el sueldo a través de cuentas bancarias -solo bancos, no 
como en este proyecto de ley donde se habilitan otras posibilidades- y con una serie de condiciones de 
gratuidad. A ese respecto, el banquero argentino comentaba: “Cuando surgió eso, nosotros nos 
pusimos de punta con el proyecto”. En realidad, es algo similar a lo que sucedió acá, porque la 
reacción inicial de los banqueros cuando se los obliga a dar cierto servicio gratis es la negación. 
Agregó: “Con el tiempo nos dimos cuenta del error que cometimos en no haber iniciado nosotros, por 
nuestra cuenta, acciones en esta dirección”. 


¿Por qué sucede esto? Al día de hoy y en lo que tiene que ver con los aranceles, los propios 
emisores se están dando cuenta del error que cometieron al ponerlos tan altos, porque eso limita la 
expansión del negocio. A nosotros no nos preocupa el negocio de ellos sino el derecho de las 
personas, pero si lo pensamos en términos de negocios, podemos advertir que hay cierta miopía. En 
su momento, esa miopía se dio en la Argentina y también en nuestro país cuando los bancos le dieron 
la espalda a lo transaccional y le dejaron el negocio a otros. Asimismo, hay cierta miopía cuando se 
bloquea el desarrollo del negocio. En consecuencia, a partir de estas acciones, de estos acuerdos o 
compromisos y de los que estamos implementando en el proyecto de ley, estamos convencidos de que 
la realidad va a demostrar que si lo que quieren es hacer negocio, deberán expandir la red, pero para 
ello será necesario acabar con el monopolio de los POS. El negocio de ellos no es un POS y tienen 
que bajar el costo para el comercio. 


Estamos convencidos de que el equipo económico, el Gobierno, va a continuar, pero, más 
allá de quien esté, las propias condiciones del mercado van a determinar que si avanzamos en el 
contenido y en la línea de trabajo prevista en este proyecto de ley, lo que en el pasado fue un problema 
ya no lo será. En la escala está en el negocio y el problema consiste en la miopía que ciertos actores 
económicos tienen, como el caso de algunos de los que nos ocupan en este caso. 


El Título IX prevé otras disposiciones dentro de las cuales hay algunos aspectos que me 
parecen importantes en la defensa del comercio, particularmente del pequeño comercio -que es una 
preocupación compartida tanto por los señores Senadores como por el Gobierno- en el sentido de lo 
que adelantaba el Ministro interino. 


En este Título apuntamos a dar más garantías a los usuarios de los servicios financieros. Se 
equipara el pago en efectivo con el que se hace por medio de tarjeta de débito y, por lo tanto, se 
plantea que como son sustitutos cuasi perfectos, no puede haber una discriminación y un trato más 
favorable del comercio hacia el efectivo que hacia la tarjeta de débito. Se da al comercio la posibilidad 
de optar por trabajar solo con tarjeta de débito, cosa que en la actualidad no puede hacer. Es claro que 
la tarjeta de crédito es diferente, porque los plazos en los cuales cobra el dinero son otros, y también lo 
son los aranceles. En cambio, la tarjeta de débito tiene un esquema que es muy cercano al efectivo. 
Hoy, si un comercio quiere trabajar con tarjeta de débito solo lo puede hacer si agarra todo el paquete; 
ahora el proyecto de ley da el derecho al comerciante de optar por uno o por otro. 


Por otra parte, con el propósito de fomentar los débitos automáticos se establecen una serie 
de garantías y se regula su funcionamiento en el último Título del proyecto de ley. 


Con el objetivo de transparentar los precios -en un mercado financiero donde la 
transparencia de los precios es una preocupación central, porque es un mercado muy opaco y en el 
que hay problemas muy claros de información asimétrica- se establece la prohibición de la venta 
cruzada de productos y servicios financieros. El consumidor tendrá la libertad de elegir si quiere 
consumir uno u otro. 


También se regula el funcionamiento de las transferencias interbancarias, que es otro de los 
problemas patológicos que tiene nuestro sistema de pagos porque, a diferencia de lo que sucede en el 
mundo -algo similar a lo que veíamos con la tarjeta de débito- estas son prácticamente inexistentes 
porque tienen un costo elevadísimo. Por lo tanto, también en esa línea el proyecto de ley se propone 
trabajar. 


Finalizo mi exposición y quedo a las órdenes para las consultas específicas que puedan 
querer formular los señores Senadores. 


SEÑOR BRENTA.- En primer lugar, quiero hacer una consideración general -que me parece que fue 
manifestada, pero que vale la pena incorporar al discurso respecto del proyecto de ley- que tiene que 
ver con la contribución a la formalización de los trabajadores. Creo que este es un aspecto importante 
porque este mecanismo va a permitir que el país siga reduciendo los niveles de informalidad en el 
mercado de trabajo, que si bien han venido disminuyendo en forma sistemática en los últimos nueve 
años, todavía tenemos en el entorno de un 20% de trabajadores en situación de informalidad, y me 
parece que la aplicación de esta serie de mecanismos va a ir atacando el tema de la informalidad. 


Quisiera hacer una pregunta concreta respecto al artículo 77 del proyecto de ley. El artículo, 
que fue modificado en la Cámara de Representantes, hace referencia a la Ley N* 18.212, relativa a la 
usura, y modifica el inciso primero del artículo 16, pero esa norma tiene un inciso segundo, que dice: 
“Asimismo podrán excluir los aportes de capital debidamente documentados de acuerdo a la normativa 
vigente”. Deduzco que este inciso se mantiene como está, pero como el artículo 77 agrega otros 
incisos, formulo la consulta. Entonces, me gustaría saber si para el establecimiento de la tasa de 
interés se excluyen los aportes de capital de acuerdo a la norma vigente como lo establece la Ley N* 
18.212. Si así fuera, no tengo más preguntas para hacer. 


SEÑOR VALLCORBA.- El artículo 77 sustituye el inciso primero por estos dos que figuran en el 
proyecto, pero se mantiene el inciso segundo, que es el que refiere a los aportes de capital. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Aprovecho la presencia del equipo económico en la Comisión de Hacienda del 
Senado para solicitar a sus integrantes que, en lo posible, nos hagan una brevísima reseña de este 
proyecto que fue aprobado en el día de ayer en la Cámara de Representantes, teniendo en cuenta que, 
por lo menos para muchos de nosotros, la intención es aprobarlo rápidamente en el Senado. Es por 
eso que solicito, señor Presidente, le dé el uso de la palabra al señor Ministro interino de Economía y 
Finanzas para que nos pueda aclarar sobre ese proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes quisiera hacer una pregunta de carácter general sobre el proyecto que 
veníamos considerando. 


A mi juicio, las cooperativas han tenido dificultades y siento que en la Cámara de 
Representantes se han hecho modificaciones atendiendo sus demandas. No tengo ninguna pregunta 
específica sobre las cooperativas, pero me gustaría tener un comentario general sobre cómo 
participan, cuáles son los problemas que se han planteado y cuáles las soluciones más convenientes 
de acuerdo al Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Respondiendo a las inquietudes, en un mercado en el que hay 
insatisfacción con el resultado, la necesidad de introducir competencia para obtener estos resultados 
en un marco de regulación implicaba también ser muy cuidadoso en cuanto a la situación de los 
distintos agentes que participaban, y esto no es contemplar intereses particulares, sino que en el 
diagnóstico que tenemos, el sistema financiero requiere de la capilaridad para su funcionamiento, pero 
lo que ha habido fue una fuerte segmentación de quiénes son atendidos en cada sector; en la práctica, 
más allá de las peculiaridades de las transacciones financieras, la competencia no operaba 
plenamente. Todo el trabajo y el intercambio realizado en la Cámara de Representantes atiende a que 
esta adecuación a un marco de mayor competencia para las entidades de economía social -así son 
llamadas- se acompase en sus tiempos y en sus prácticas. En ese sentido se introdujeron muchas 
modificaciones que ayudan al objetivo planteado. De todas maneras, hay algunas disposiciones que 
tiene el proyecto que implican un desafío competitivo para todos los integrantes del sistema. Lo 


decíamos al principio: gran parte del crédito al consumo descansa sobre la base del descuento del 
sueldo, sin el análisis de riesgo. Eso no es bueno cuando se lo mira en forma agregada, sobre todo - 
más allá de situaciones particulares- cuando la economía entra en una fase de más lento crecimiento o 
recesión, cuando quedan sujetos económicos sobreendeudados. 


Hay un aspecto clave que sigue impactando en todos los participantes al crédito al consumo 
que tenían acceso a los descuentos del sueldo -creo que es el factor preponderante para el cual se da 
gradualidad- como es implementar una mejor práctica desde el Estado, paternalista, interventora, que 
va al espíritu de salvaguardar la intangibilidad del salario: aumentar ese margen de intangibilidad a 
niveles superiores. Ese es un desafío que tienen todas las instituciones que han venido trabajando - 
descansadas, si bien conociendo a su cliente- sobre todo, en el descuento automático del sueldo. Ese 
es un desafío que, en el interés general, creemos nosotros vale la pena. Hemos tenido la triste 
experiencia y, a su vez, la responsabilidad de llegar a una crisis en el año 2002 sin tener ninguna 
legislación de protección al salario. A posteriori se introdujo como una modificación en los contratos ese 
30% que antes no existía, pero hoy el proyecto toma en cuenta niveles superiores, aunque no 
dramáticamente, que van a afectar a todas las instituciones que tienen una cultura, una tradición de 
descuento en el sueldo. 


Pensamos que todas las instituciones que participan hoy son necesarias en el mapa y en la 
constelación de la inclusión financiera. Hoy nuestro sistema bancario no tiene experiencia en los 
sectores de más bajos recursos; las cooperativas y otras instituciones de la economía social no tienen 
mucha experiencia en el crédito y el análisis de riesgos, sino del sueldo. Actualmente, muchas 
agencias de cobranzas y pagos hacen trabajo similar al mundo transaccional. También tienen un 
desafío competitivo; no van a poder cobrar por cosas que hoy cobran, al igual que los bancos, pero 
pensamos que la magnitud de la gente y de los volúmenes de transacción a incluir permite que estas 
instituciones no solo no corran peligro sino que potencien su accionar. En concreto, las cooperativas 
tienen un rol muy particular y así lo han jugado. A nuestro entender, este proyecto les da suficiente 
gradualidad en los cambios y, en particular, las pone un escalón más arriba al momento de competir 
con otros que a priori son percibidos como más poderosos. 


SEÑOR PEÑA.- Obviamente, no coincidimos en este punto con el señor Ministro interino, pero quisiera 
realizar una pregunta concreta. ¿No se prevé, en definitiva, que a mediano plazo terminemos con un 
sistema cooperativo absorbido directamente por los bancos? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Hasta donde uno puede hacer pronósticos de qué puede ocurrir en el 
mercado, si pasara algo así no sería, en absoluto, resultado de esta ley. 


SEÑOR BRENTA.- Simplemente, quisiera hacer un comentario. 


Creo que en el proceso de debate de este proyecto de ley en la Cámara de Representantes 
hubo una serie de mejoras que, precisamente, contemplaron la realidad del sistema cooperativo y la 
normativa existente que, sin duda, antes no existía. A su vez, se crearon institutos; son pasos que 
hemos dado en la gestión del actual Gobierno y también del anterior. En consecuencia, el sistema 
cooperativo está mucho más protegido y potenciado que en períodos anteriores. Me parece que eso es 
totalmente contundente. No resiste el menor análisis. 


De cualquier manera, parto de la base de que la Comisión va a convocar a las 
organizaciones cooperativas y demás, que harán sus aportes al tema y plantearán sus puntos de vista. 


SEÑOR VALLCORBA.- A raíz del comentario realizado por el señor Senador Brenta, me parece que 
puede resultar útil para la Comisión hacer un breve resumen de cuáles fueron las modificaciones que 
se introdujeron como para, de alguna manera, poder evaluarlas. 


Básicamente, los puntos en cuestión por parte del cooperativismo podríamos resumirlos en 
cuatro temas previstos en el proyecto de ley. Uno de ellos era el crédito de nómina, otro tenía que ver 
el orden de prelación vinculado con el crédito de nómina, el otro tema tiene que ver con el intangible y, 
por último, el relacionado con los topes a las tasas de interés. Esos eran los cuatro puntos. 


Asu vez, había una preocupación vinculada con los aportes de capital. Ella tiene que ver con 
la consulta que anteriormente formulaba el señor Senador Brenta y que creo que logramos aclarar 
plenamente con el texto. Ella se originaba, además, en una versión incorrecta que circuló en su 
momento. 


A raíz de esto también me parece importante compartir con la Comisión el proceso de 
elaboración, tanto del proyecto de ley como, luego, a nivel de discusión en la Cámara de 
Representantes. Este fue un proyecto de ley muy conversado con todos los actores. En algún 
momento circuló una versión de un articulado que tenía un error y sobre el que, en su momento, las 
cooperativas  -en ese intercambio fluido que tuvimos con sus representantes en la etapa previa- nos 
alertaron y, por esa razón, se modificó. Ese punto, entonces, no fue un tema central. 


Con respecto a los otros asuntos que comentaba anteriormente, la atención permanente -que 
quedó claro a nivel de la Cámara de Representantes- tenía que ver con cómo lograr que los beneficios 
que el proyecto de ley genera para la población no comprometan actores que son relevantes para la 
concepción de funcionamiento de la economía que desde el Gobierno y la Bancada parlamentaria se 
ha venido impulsando y trabajando durante todos estos años. 


Un claro ejemplo de esa atención tiene que ver con las tasas de interés, por ejemplo. Un 
proyecto que originalmente preveía un tope más estricto, que beneficiaba a los trabajadores y a los 
jubilados, podía generar algunas dificultades a nivel de algunos actores que tienen problemas 
específicos, por ejemplo, en lo relativo al fondeo; esos problemas no los podemos resolver con este 
proyecto. Entonces, se trabajó en buscar equilibrios que, de alguna manera, no comprometieran los 
objetivos ni los beneficios que el proyecto genera para la población y que, al mismo tiempo, le diera 
herramientas a las cooperativas, así como tiempo para adaptarse a los cambios necesarios para la 
aplicación de las nuevas reglas de funcionamiento. En ese sentido, en el caso de la tasa de interés se 
optó por elevar, como comentaba anteriormente, ese tope que hoy está previsto que sea entre un 20% 
para los créditos de nómina y un 30% para los créditos de las cooperativas con retención de haberes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente se habrá dicho que eso no es suficiente. 


SEÑOR VALLCORBA.- Las cooperativas consideraron que sin duda esto constituía un avance, 
aunque aspiraban a más. Sí se trató de brindar una mayor gradualidad, ya que en el caso de los 
créditos con retención de haberes esto recién comienza a regir a los dos años de reglamentada la ley. 
En esta materia, creo que el trabajo de la Cámara de Representantes fue muy importante y muy sabio, 
ya que se trató de generar elementos que combinen gradualidad y ajustes en los parámetros, pero sin 
afectar el beneficio final que, de alguna manera, hagan viable que esto funcione y no suceda lo que 
preocupaba al señor Senador Peña. Por consiguiente, en el caso de las tasas de interés se elevaron 
los topes y se dio más gradualidad. 


En el caso de lo intangible también se dio más gradualidad, ya que el proyecto original preveía 
que el aumento del 30% al 50% se diera en dos años y ahora se dará en 4 años. Como se ve, estamos 
hablando de un objetivo compartido y, en ese sentido, quiero destacar que cuando fuimos a presentar 
este proyecto al PIT-CNT fue altamente valorado, ya que la iniciativa responde a un reclamo de los 
trabajadores. Entonces, ¿cómo balanceamos un beneficio para el trabajador que no ahorque a otros 
actores? Fue así que de la discusión surgió la idea de trabajar con 4 años de plazo, de modo que haya 
tiempo suficiente por completar la reconversión. 


En el caso del orden de prelación y el crédito de nómina también se introdujo una serie de 
modificaciones. Por ejemplo, el proyecto originalmente preveía que si un trabajador elegía cobrar su 
sueldo en una institución de intermediación financiera solo le podía dar el crédito de nómina esa misma 
institución. ¿Qué es lo que se modificó? Como comentaba hoy, se trató de dar la posibilidad a todas las 
cooperativas, y también ANDA, de que se pueda dar un crédito de nómina a cualquier jubilado, 
independientemente de donde elija cobrar. Este también nos pareció un cambio positivo porque, en 
definitiva, en la versión original del proyecto -hay que recordar que se hizo un trabajo conjunto muy 
rico- se estaba generando la obligación a las cooperativas de ahorro y crédito de tener que competir 
por el pago de nómina para poder seguir ofreciendo el crédito de nómina. Pero puede suceder que a 
alguna cooperativa no le interese, no tenga escala o no forme parte de su vocación ofrecer el servicio 


de pago de sueldo. En la versión anterior esa cooperativa quedaba totalmente por fuera del crédito; sí 
es excluyente para las instituciones de intermediación financiera. Estas pueden dar un crédito de 
nómina si el trabajador o el jubilado las elige para cobrar su remuneración. Pero ese mismo trabajador 
que eligió para cobrar a una institución de intermediación financiera también va a poder sacar el crédito 
de nómina en una cooperativa o en ANDA, siendo socio o no. En el caso de ANDA, hay servicios que 
brinda que no son exclusivamente para socios, aunque en el de las cooperativas claramente sí es 
necesario estar asociado. En última instancia, si se es socio es posible el acceso al crédito. Por lo 
tanto, se logró dar herramientas a las cooperativas de ahorro y crédito para que puedan participar en 
algo en lo que a nosotros nos interesa que participen: ofrecer un crédito de nómina al trabajador que le 
permita acceder a un financiamiento en buenas condiciones. 


Quiere decir que de esa manera también resolvíamos el orden de prelación, porque le 
estamos diciendo que ahora pueden ofrecer crédito de nómina a cualquiera y van a entrar en el literal 
previsto para crédito de nóminas. 


Nos quedaba pendiente un problema con las cooperativas de consumo porque se daba la 
siguiente situación. Le dábamos una herramienta a la cooperativa de ahorro y crédito -que está en una 
situación más favorable que los bancos para ofrecer el crédito de nómina- y entrar sin problemas en el 
orden de prelación, pero las cooperativas de consumo nos quedaban afuera. Por eso, en el literal G) 
del artículo 1%, de la Ley N* 17829, que modificamos con el artículo 32 de este proyecto de ley, 
incorporamos a los actos cooperativos realizados por sus socios en cooperativas de consumo con 
autorización legal a retención de haberes. Por lo tanto, estamos elevando a las cooperativas de 
consumo a ese mismo nivel. 


Básicamente esos fueron los principales cambios, donde -más allá de otros ajustes- se 
respetó el espíritu que todos compartíamos, incluso las propias cooperativas, de mantener los 
beneficios que el proyecto de ley generaba para la población, de generar herramientas en algunos 
casos y, en otros, tiempo necesarios para que pudieran adecuarse y seguir cumpliendo un rol que 
consideramos que es fundamental en el proceso económico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, me siento respondido por el tema de las cooperativas. 


La Comisión de Hacienda tiene el siguiente problema. La Cámara de Representantes aprobó 
en el día de ayer un proyecto de ley relativo a la rebaja del IVA a tarifas del servicio público y frutas y 
hortalizas. Esta iniciativa todavía no ingresó al Senado y, por lo tanto, no estamos en condiciones de 
votarlo, pero sí de recibir toda la información. 


Por lo tanto, solicitamos a la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas, que nos 
informen sobre ese proyecto de ley, que seguramente la semana que viene será considerado en el 
Senado, en sesión extraordinaria. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Quiero hacer un breve comentario -cerrando las palabras del 
economista Vallcorba- con respecto al tema anterior y en seguida, con mucho gusto, haré un repaso 
sobre el proyecto de ley que se votó ayer en la Cámara de Representantes. 


Agradecemos la oportunidad no solo de debatir sobre aspectos fundamentales, sino de poder 
presentar esta iniciativa -gracias a la disposición y paciencia de los señores Senadores- con bastante 
detalle. 


Creo que surge claramente de la presentación de los capítulos y del articulado, que este 
proyecto de ley es esencialmente integral, por cuanto su organización en capítulos o en títulos no 
supone que su tratamiento se realice totalmente por separado. Esta iniciativa es el resultado de una 
calibración -no quiere decir que no tenga oportunidad de mejoras o críticas de opiniones valederas- por 
cuanto difícilmente uno pueda hacer una modificación sustancial en un artículo, sin que los otros que 
forman parte de una constelación en equilibrio, no queden desbalanceados, precisamente por la 
naturaleza de la temática que está intentando legislar. 


Este es el único comentario que quería indicar para que esta iniciativa sea vista en su 
globalidad. 


Nos interesa particularmente tener en esta oportunidad un contacto directo con los 
integrantes de la Comisión y ponerlos al tanto de lo que estamos tratando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, la versión taquigráfica de las palabras del señor Ministro 
Interino será de gran ayuda para el resto de los señores Senadores, en la medida en que habrá una 
sesión extraordinaria. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- El proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes se 
ubica en la coyuntura económica particular y básicamente plantea al Poder Legislativo la autorización 
para rebajas impositivas, con la finalidad de producir el abaratamiento de componentes relevantes de 
la canasta básica. 


Es una medida de política económica tendente a mitigar efectos adversos de la coyuntura 
con respecto al proceso inflacionario. En Uruguay, este proceso tiene fundamentos claros que tienen 
que ver con una economía en crecimiento, con fuerte potencia de demanda interna y externa, duradera 
y sostenida. La demanda interna está basada en elementos genuinos y permanentes del ingreso, con 
una baja participación del endeudamiento en el consumo total, y la demanda externa en un dinamismo 
notorio y marcado de nuestros productos de exportación -afortunadamente- y un proceso bastante 
generalizado de diversos productos de exportación en distintos mercados. Este proceso sostenido a lo 
largo de los últimos diez años ha llevado al Uruguay a un crecimiento que está claramente por encima 
del promedio en la región, lo que se refleja en indicadores positivos como la capacidad instalada y 
utilizada plenamente y un mercado de trabajo apretado, con niveles de empleo nunca antes registrados 
y desempleo mínimo, al borde del desempleo friccional. 


Estos factores implican una dinámica inflacionaria y el Gobierno se puso como meta que en el 
mediano plazo converja con los objetivos de la política monetaria y de la política económica -uno de 
los aspectos a considerar por el Banco Central en su política monetaria es la inflación- y que en la 
coyuntura no supere el 10%. 


Entonces, lo que estamos proponiendo en este proyecto de ley -legítimamente y 
pagando los costos- es evitar el aumento de algunos productos que son relevantes en la canasta ante 
la coyuntura de los efectos climáticos adversos de febrero que causaron impacto en un rubro 
típicamente volátil como son las frutas y verduras. 


Los señores Senadores saben que eso no es ir a los problemas de fondo de la inflación; eso 
tiene que ver con el ciclo económico, el crecimiento y la demanda. Acá estamos utilizando márgenes 
fiscales para evitar otro componente que está directamente relacionado con la dinámica de la inflación, 
dados los fundamentos: las expectativas. Nosotros no estamos afectando los fundamentos -y acá 
damos el debate contundente en materia de discusión de política económica- las fuerzas que llevan 
adelante el proceso de formación y de evolución de precios en el Uruguay. Estamos actuando - 
técnicamente acertados, en nuestra opinión- sobre los componentes relevantes que, dados los 
fundamentos, tienen que ver con la formación de las expectativas. Los aumentos coyunturales, 
circunstanciales de precios como los que registramos en febrero, pueden llevar a su incorporación en 
un escalón permanente en la formación de precios, dado el componente de expectativas en una 
economía fuertemente indexada como la nuestra. 


Entonces, actuar directamente sobre el registro del IPC, con renuncia fiscal -a la que voy a 
detallar en breve- es un componente importante en el instrumental que tiene la política económica para 
afectar efectivamente la evolución de los precios en el Uruguay. Se ha hecho en el pasado y la actual 
situación fiscal es la que justamente permite hacerlo ahora. 


En concreto, lo que estamos solicitando al Parlamento es autorización para utilizar la opción 
de exonerar del IVA a los componentes fijos de las tarifas de UTE residencial y de Antel en la telefonía 
fija residencial. Además, es un leitmotiv para este Gobierno hacer progresiva cada medida en cuanto 


sea posible. El componente fijo de la tarifa tiene mayor peso en los hogares de menores recursos que 
son lo que a su vez tienen menos costo variable en su tarifa. Entonces, esto lo aplicaremos en la 
facturación de UTE y Antel. 


Recurrimos también a solicitar la facultad para exonerar del IVA a frutas y verduras. No se 
trata de poner arriba de la mesa la exoneración o la baja del IVA a cualquier producto que nos interese 
sino que se pide para estos porque fueron los que sufrieron un aumento coyuntural debido a factores 
climáticos. Por eso, repito, estamos sugiriendo bajar el IVA en estos productos y no en otros. En este 
caso, habría una menor potencia de la medida porque en los casos de las tarifas de UTE y de Antel, 
que son precios administrados, nos aseguramos el traslado inmediato a precios -a partir de que se 
sancione la norma- porque la propuesta es que rija a partir del primer día del mes y, por lo tanto, tiene 
un efecto potencialmente retroactivo. Entonces, de ser aprobado el proyecto en marzo, se aplicará el 
descuento sobre la facturación de ese mes, donde se verá reflejado. Entonces, también recurrimos a la 
facultad de reducir el IVA a las frutas y verduras, no porque podamos a asegurar de la misma manera 
que eso vaya directamente al precio, pero sí para mitigar la escasez -vía precios- de rubros -no 
todos- cuya producción se vio afectada por las inundaciones y que están impactando volátilmente en el 
Índice de Precios al Consumo. 


Por último, una vez al año sube un precio relevante para decenas de miles de personas, es 
decir, para los que pagan el servicio de salud directamente de su bolsillo por no estar incluidos entre 
los colectivos del Fonasa. De esta manera estamos pidiendo autorización para un mecanismo de 
devolución fiscal a fin de evitar el aumento de la cuota mutual a registrarse dentro de unos meses. 


Esos son los artículos del proyecto de ley que nos permiten recurrir a una herramienta más, 
junto con otras, que va directamente a los fundamentos y expectativas. Ya habrán visto las 
repercusiones y los compromisos de privados en la cadena de formación de precios para mantener 
acuerdos de congelamiento voluntario de algunos productos básicos de la canasta familiar, que 
tampoco van a los fundamentos porque, precisamente, son para afectar las expectativas y cortar 
mecanismos naturales pero perversos de indexación de precios. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Cuál es la renuncia fiscal que implican estas medidas? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- El proyecto no prevé una fecha tope de aplicación de la medida. 
Hemos facilitado en la discusión una estimación en base anual. Si fuéramos a mantener las 
exoneraciones o rebajas de impuestos para estos artículos durante un año, la estimación para la 
renuncia fiscal alcanza los US$ 100:000.000. 


SEÑOR BRENTA.- Antes que nada quiero decir que comparto plenamente el proyecto de ley enviado 
por el Poder Ejecutivo. Es más, medidas con características similares ya fueron aplicadas entre los 
años 2008 y 2009 generando un impacto positivo -a tal punto que Uruguay fue uno de los países que 
mejor enfrentó el inicio de la crisis económica internacional que se desató en el mundo- entre otras 
cosas, con políticas activas en materia de tarifas y demás componentes fundamentales de la canasta. 
Por tanto, compartimos este proyecto y daremos nuestro respaldo más que obvio a la propuesta. 


Yendo un poco más al fondo de la cuestión, en alguna oportunidad hemos escuchado al 
economista Bergara -cuando fue Presidente del Banco Central y luego como Ministro de Economía y 
Finanzas- mencionar los problemas de escala y de concentración existentes en buena parte de las 
áreas de la actividad económica y cómo eso influye en la formación de los precios como un elemento 
muy importante. Me parece que este es uno de los aspectos de fondo. Por ello hemos hecho algún tipo 
de estudio, fundamentalmente enfocado en algunos productos de primera necesidad vinculados a la 
parte de higiene y utilizados en forma masiva por parte de la población. Me estoy refiriendo a productos 
importados, algunos de los cuales en su momento eran producidos en Uruguay y que por razones de 
escala comenzaron a fabricarse en la región, es decir, en Argentina o Brasil, como ha sucedido 
habitualmente. Para poner algún ejemplo, la pasta dental de 180 gramos, según lo que surge de la 
información de la propia Dirección Nacional de Aduanas, tiene un precio de importación de US$ 0,52. 
Si uno estima un porcentaje de costos y gastos adicionales, logísticos, etcétera, del orden del 15% -por 
decir algo; esto puede ser más o menos- estaríamos en un costo final de US$ 0,60 por unidad, que 
tomando un valor promedio de esa moneda nos llevaría a un entorno de $ 13 o $ 14 de costo. Hoy, en 


las grandes superficies, este producto está a $ 137, según surge de la información del Área de Defensa 
del Consumidor del Ministerio de Economía y Finanzas. Quiere decir que, si la información que 
tenemos es correcta, el costo de ese producto en Uruguay, luego de haber sido importado de la región 
y careciendo de aranceles porque es una importación -diría- intra-Mercosur, estaría multiplicándose 
por once con relación al valor de importación. Algo similar sucede con detergentes de ropa y 
analgésicos, cuyos costos se multiplican, en algunos casos, por diez o siete, francamente, con 
márgenes de utilidad muy importantes. Tengo la información de quiénes son los importadores y demás. 


Creo que esto es parte de dos elementos: primero, de la oferta muy concentrada en estas 
áreas y, segundo, porque existe quien lo compre, ya que el poder adquisitivo de la población ha 
mejorado, lo que hace que siga consumiendo a pesar de este margen. No estoy proponiendo ninguna 
medida concreta; simplemente quería plantear esto porque me parece que es algo de lo que en 
general no se habla demasiado. Me parece que es un aspecto no menor a la hora de la formación de 
precios en el Uruguay. 


Entonces, me gustaría saber cómo ve el Ministerio de Economía y Finanzas este tema y 
cuáles son -si es que existen- los elementos que pueden contribuir de alguna manera a atacar estos 
márgenes de utilidad, que son legítimos porque, en definitiva, no hay nada que diga hasta dónde puede 
establecerse la utilidad, pero que francamente producen un encarecimiento de los productos de 
primera necesidad a cifras que implican la multiplicación por diez u once de su valor puestos en 
territorio nacional. No sé si se entiende mi inquietud, pero me parece que es un tema que vale la pena 
poner sobre la mesa, porque en general no se hace referencia a él cuando se analizan los asuntos 
relacionados con la inflación y cómo se produce la formación de precios en el Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Es una reflexión particular, pero muy amplia. Se me ocurre que, en 
lugar de ensayar una mirada de experto de un sector, rubro o artículo en particular que desconocemos 
-más allá de que en el Ministerio se hacen miradas sectoriales en conjunto con otras Carteras del 
Gobierno- puede resultar de interés plantear algunos aspectos institucionales. 


En cuanto al consumidor -es una tendencia internacional que a Uruguay llegó tal vez con un 
poco de retraso- se ha avanzado mucho en legislación en materia de sus derechos, y el Ministerio 
directamente es responsable de dar información a través del Área de Defensa del Consumidor, 
dependiente de la Dirección General de Comercio. La información no va a ser sobre márgenes de 
ganancia, sino sobre la evolución de precios y la posibilidad de construir. Los invito a repasar la 
legislación, porque sé que ha sido una preocupación de esta Casa los derechos del consumidor, que 
se han plasmado en distintos marcos normativos. Esta es una práctica que no deriva de ninguna ley, 
sino que es el relevamiento detallado de productos de la canasta básica de comercios de todo el país. 
Allí está explicada la metodología y nos permite inclusive construir nuestra canasta particular y estudiar 
su evolución. Más allá de promociones puntuales de un comercio u otro, los establecimientos pueden 
empezar a hacerse conocidos por cómo figuran en esa lista de cuánto sale la canasta. Eso es algo que 
se está haciendo habitual. 


Entonces, la información es un componente clave. Y nos sentimos modesta, pero 
orgullosamente parte, porque el Ministerio a través de su humilde Área de Defensa del Consumidor 
hace esfuerzos de este tipo, que son conocidos. 


Otro aspecto que me viene a la memoria en este momento -a cuenta de que cualquiera de 
mis compañeros puede agregar algo más- es la legislación en materia de competencia. Esto es mucho 
más sutil y allí es donde no es perfectamente calcable de un país a otro la normativa para poner coto al 
resultado del equilibrio de mercado, dadas las características de la economía que estamos analizando; 
son aquellas situaciones en las cuales la libre competencia no da los resultados esperados en términos 
de bienestar. Ahí es donde aparecen los temas de escala y donde la legislación comparada tiene que 
tomar en cuenta las características de cada país. El Uruguay tiene, desde el Gobierno anterior, un 
marco legal e institucional que permite detectar prácticas anticompetitivas. No creo, entonces, que por 
su difusión se reduzca el número de empresas. Más aún, dado el tamaño del mercado, para muchos 
productos y actividades, por definición, no vamos a tener un número alto de empresas. 


En realidad, la legislación y la institucionalidad han ido por el camino de demostrar el daño 
que ocasiona un poder oligopólico. Nuestro país dispone de herramientas, sin duda, potenciables, tanto 
jurídicas -para evitar prácticas anticompetitivas- como de educación, en este caso, destinadas al 
consumidor, así como hay todo un paquete aparte -del que podríamos haber hablado hoy- de normas 
de educación financiera contenidas en este proyecto de ley. 


SEÑOR PEÑA.- Brevemente, más allá de que no ingresaremos en este momento en la discusión de 
fondo, quisiera hacer dos apreciaciones y dos pedidos. 


En la sesión de ayer, el Partido Nacional solicitó -lo reiteramos en este ámbito- que se 
incluyera la yerba en la rebaja del IVA. Simplemente, lo dejo como un apunte. 


Otro tema que nos preocupa mucho, sobre todo como canario, pero en particular por un 
planteo que recibimos del sector de la granja, tiene relación con que la redacción de este proyecto de 
ley pone en riesgo algunos beneficios, aunque creo que no es esa la intención del Poder Ejecutivo, 
sino, por el contrario, atacar directamente el problema de los costos; o sea, estoy hablando de no 
complicar la obtención de otros beneficios. Concretamente, la exportación de productos de la granja 
nacional conlleva el beneficio de la devolución del IVA compra. No somos expertos en la materia, pero 
disponemos de la información que nos enviaran integrantes de este sector, en el sentido de que el 
productor tiene un crédito fiscal del 100%, lo que significa que la exportación no tiene costos para el 
productor. Sin embargo, la tasa 0% incrementa el costo del producto exportado un 22%. 


Quisiéramos saber si existe la posibilidad de que el Ministerio o el Poder Ejecutivo 
implementen una norma por la que se establezca la devolución del IVA con cargo al Fondo de la Granja 
-esa podría ser una de las propuestas- o incluir en el texto de este proyecto de ley que los productos 
exportados continuarán con la tasa del 22% en oportunidad de su venta al exportador, o sea, que el 
IVA 0% no rige para los productos exportados. Es una preocupación de parte de los productores que 
exportan, pues de aprobarse el texto tal como está, se podría afectar uno de los beneficios para la 
granja nacional. Reitero: entiendo que no es ese el objetivo del Poder Ejecutivo. 


Sé que algunos actores del sector están tratando de conversar sobre este tema, pero me 
parecía oportuno plantearlo en este ámbito, en el intento de que no se tranque otros beneficios a 
quienes, en definitiva, siempre terminan siendo los afectados. En el mismo sentido de lo que planteaba 
el señor Senador Brenta recién -y lo compartimos- la realidad indica que la misma cadena de precios 
se da en el sector de la granja y sus productores: ayer la manzana estaba $ 15 en el mercado, y la 
misma chata, a la venta sobrepasaba los $ 60. En la etapa de producción, el que sufre es el productor, 
además de llevarse las culpas por precios que no forman parte de su ganancia. 


Queríamos dejar planteada esta preocupación y saber si existe la posibilidad de que el equipo 
económico tenga en cuenta que no sería oportuno atacar otros beneficios que recibe el sector de la 
granja en nuestro país. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- En la redacción del artículo 4* se incluye una afectación del Impuesto 
del Valor Agregado para el Fondo de la Granja. No es exactamente el tema que planteaba el señor 
Senador, pero eso también estuvo presente en la discusión en la Cámara de Representantes. De modo 
que el articulado lo toma en cuenta. 


Con respecto al otro comentario hecho por el señor Senador, tomamos nota y, por supuesto, 
lo analizaremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado lo avanzado de la hora, no creo que sea prudente continuar sesionando, 
Realmente, hemos trabajado mucho y sabido es que en lo que respecta a la inflación, a todos nos 
gusta encontrar fórmulas. 


He leído en distintos medios de comunicación artículos del economista Andrés Masoller que 
indican que en el Ministerio de Economía y Finanzas hay un estudio que demuestra que aumentos del 
gasto público tendrían muy baja influencia sobre el aumento de precios internos. Me gustaría que, de 


ser posible, me lo facilitaran a los efectos de poder analizarlo, sobre todo porque en lo personal hace 
más de cuarenta años investigaba sobre este tema -después no lo hice más- cuando lo 
sustancial era encontrar las causas de la inflación y determinar si se originaban en demandas o en 
costos, si había expectativa, si había indexación, si había puja por la distribución del ingreso, y demás. 
Si miro los productos de la canasta y los aumentos de precios, en determinado momento veo un 
aumento de los alimentos, derivado de los aumentos de los precios internacionales, y creo que el señor 
Ministro interino hizo referencia a eso. A su vez, en febrero se dieron condiciones climáticas muy 
adversas; el precio internacional vuelve a incidir en los productos importados, sobre todo, en el 
petróleo, y si considero el sector de la vivienda, me encuentro con electricidad, energía, combustible, 
etcétera. En este momento han subido los precios de los bienes de consumo del hogar, que 
normalmente son importados. Entonces, otro elemento de costo podría ser el aumento del tipo de 
cambio, pero cuando siento el fenómeno estructural, parece que este fuera de demanda; sin embargo, 
yo siento que es más de costos que de demanda. No es para confrontar, ni mucho menos, pero 
aparecen los rubros que no son transables, que de pronto suben más, y cuando los analizo, veo 
factores de costo, en salud, en educación y en otros temas. Es más, cuando oigo las declaraciones -al 
menos, las públicas- pareciera que el factor estructural es: tuvimos crecimiento del ingreso, este 
genera más demanda y la mayor demanda es la que genera la inflación. En realidad, la oferta ha 
crecido mucho en términos de bienes y servicios y los productos importados también atienden esa 
demanda. 


Este es, simplemente, un comentario. Si los representantes del Ministerio quieren hacer 
alguna reflexión al respecto, podrán hacerla y eso ayudará a los integrantes de la Comisión para la 
interpretación de este fenómeno, que siempre es muy complejo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO.- Voy a hacer sólo una aclaración con relación a la primera parte de su 
comentario. 


Efectivamente, existe un debate por los diferentes enfoques que hay con relación a este 
tema -todos compartibles, tanto las inquietudes como los enfoques- que pone dentro de una discusión 
más política que técnica la situación fiscal del Uruguay. Y se escuchan voces temerarias de ajustes 
fiscales, etcétera. Tenemos estudios de respaldo que tratan de simular estas situaciones, elaborados 
no solo en nuestra Casa, sino que también hay un trabajo del Fondo y uno privado que tratan de 
estimar, vía componente de demanda, cuánto recorte del gasto público se necesita para bajar un punto 
de inflación. Son simulacros, pero si esos trabajos resultan interesantes para los miembros de la 
Comisión, con gusto los podremos acercar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sí. 


Los integrantes de la Comisión de Hacienda del Senado agradecen la presencia de los 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas. A mi criterio, hemos tenido una reunión 
extremadamente fructífera. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 14 minutos.) 
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